
DE LA HISTORIA A LA MEMORIA 

A PROPÓSITO DE UNA RECIENTE OBRA DE 
HISTORIA UNIVERSITARIA > 

Manuales y textos de enseñanza en la Universidad liberal es el títu­
lo de la miscelánea que aquí nos interesa^. Recoge trabajos presen­
tados en el séptimo congreso de historia de las universidades his­
pánicas, publicados en la colección de monografías del Inst i tuto 
Antonio de Nebrija (Universidad Carlos III de Madrid): una y otra 
circunstancia representan la encomiable continuidad con que ese 
Instituto cultiva, a beneficio colectivo, la historia de la educación 
superior en España. El colega Manuel A. Bermejo, últimamente ocu­
pado por la suerte de alguna disciplina jurídica (me refiero al Dere­
cho Procesal) actúa como responsable de la presente edición ^ 

Bermejo reconoce con honestidad (p. 11) que el encuentro y el 
mismo Instituto son productos del «fértilísimo magisterio de Maria­
no Peset», un apreciado historiador del derecho y de la ciencia acti­
vo en la Universidad de Valencia, quien ahora deja la cátedra. A los 
hermanos José L. y Mariano Peset, en efecto, corresponde todo el 
mérito de haber «descubierto» la universidad liberal como campo 
dispuesto a la elaboración historiográfíca; el segundo ha emprendi-

' Proyecto de investigación SEJ 204-01919JURI (Biodroit), Ministe­
rio español de Educación y Ciencia. j < ,u 

^ Autores Varios, Manuales y textos de enseñanza en la Universidad libe­
ral (ed. Manuel Á. Bermejo). VII Congreso internacional sobre historia de 
las universidades hispánicas. Madrid, Instituto Antonio de Nebrija de estu­
dios sobre la universidad (= Biblioteca, 13), 2004. 750 pp. («índice» de con­
tribuciones en pp. 7-9). 

^ ¿Debemos culpar entonces al amigo Bermejo de la lamentable falta 
de índices? ¿Cuándo nos acostumbraremos a rematar como se debe un 
libro científico? Y entiendo que la práctica contraria a los índices (¡uno 
onomástico, al menos!), seguida generalmente entre nosotros, constituye 
en sí un elocuente testimonio —por desgracia, negativo— acerca de la tra­
dición universitaria española. 

Cuadernos del Instituto Antonio de Nebrija, 8 (2005), pp. 237-279. 
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do además una ingente obra personal que permite, varias décadas 
después de sus primeras aportaciones, avanzar por el camino des­
brozado. Cuantos hemos tenido ocasión de frecuentarlo conocemos 
lo mucho debido a Mariano Peset y la utilidad de sus estudios sobre 
los más variados aspectos de la historia universitaria de España. 
Labor pionera, donde ha sido inevitable que prime la descripción 
sobre la interpretación —nunca se echa de menos, desde luego, el 
cruce de los avatares institucionales con la historia política— pero 
ahora, a la vista del libro que comentamos, se comprueba que los 
métodos expeditivos del maestro se transmiten sin más a sus segui­
dores. Tal vez haya llegado el momento de seguir la senda del maes­
tro con un cuestionario de investigación algo más complejo. 

Al margen de críticas conviene destacar que el coloquio científi­
co del que trae causa el libro (celebrado en noviembre de 2000) pre­
senta, en conjunto, resultados sobresalientes. No es poca la utilidad 
del libro desde el punto de vista bibliográfico "*; tampoco me resulta 
menor su valor como panorámica que da cuenta de variadas disci­
plinas, con estupendas síntesis para la Medicina o la Economía. 
Ahora bien, para quienes pensamos que la historia del Derecho debe 
ser una especialidad muerta y enterrada, una dignísima dedicación 
intelectual que, con todo, no encuentra justificación como materia 
de curso obligatorio salvo que sea convertida en memoria de sabe­
res y prácticas jurídicas, la publicación de una miscelánea que reser­
va a la facultad de Derecho una presencia central, encierra múlti­
ples enseñanzas que siempre saludaremos con calor. 

Por fortuna, el caso del Derecho no es un protagonismo exclusi­
vo: tenemos aquí las mencionadas Medicina (José M. López Pinero) 
y Economía (Pedro Fraile), la Filosófica (Antonio Jiménez), la Lite­
ratura (Jean-Louis Guereña), la Historia de la Filosofía (Laureano 
Robles), la Matemática (Livia Giacardi, Clara Silvia Roero), la His­
toria (Ilaria Porciani y Mauro Moretti), las carreras industriales 
(José Manuel Cano). Y adelanto que, en mi opinión, los propósitos 

•* Sin duda lo más preciso se debe a Laureano Robles, «Manuales de 
«Historia de la Filosofía» en España (s. XIX)», 601-628; cf. también, Anto­
nio Jiménez García, «La enseñanza de la Filosofía en la universidad deci­
monónica (asignaturas y textos oficiales)», 301-327. Pero la mejor combi­
nación entre acopio de manuales y seguimiento del desarrollo académico 
de la disciplina se encontrará en Jean-Louis Guereña, «Los manuales de 
literatura en la facultad de Filosofi'a (1846-1867)», 477-497. 

CÍAN, 8 (2005), 237-279 
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del congreso (analizar los manuales de formación para universita­
rios) se han cumplido mejor en relación con varias de esas especia­
lidades (me resulta excelente la aportación de López Pinero) que no 
respecto del Derecho: nuestros colegas juristas han aportado inter­
venciones a veces demasiado largas (Gallego Anabitarte), otras, 
demasiado desenfocadas (López y Gómez-Salvago) o bien específi­
cas y reiterativas ^ y por tanto incapaces de ofrecer una imagen de 
conjunto. Tampoco la consiente un par de ponencias o comunica­
ciones de asunto general (las bibliotecas universitarias, por Genaro 
L. García López) *, sin duda aprovechables (manuales jurídicos 
declarados «útiles», por Manuel Martínez Neira). Tal vez se quiso y 
no se pudo contar con contribuciones sobre Farmacia y Ciencias, 
dos de las facultades tradicionales (a pesar de Bermejo, p. 15); tam­
poco hubiera parecido superfino ocuparse de la Veterinaria a título 
de ejemplo de enseñanza profesional (más los estudios mercantiles, 
la maestría de obras, la náutica), pero, sobre todo, cubrir el caso 
excéntrico de la Teología hubiera revestido una importancia parti­
cular: el análisis de su declinante presencia en las universidades del 
Estado habría deparado páginas del mayor interés para compren­
der los logros y los límites del programa educativo liberal. 

Si dejamos aparte la Teología, cuya exclusión en el congreso más 
parece fruto de una larga historia que simple y explicable olvido, en 
los casos úl t imamente citados el entusiasmo y la planificación de 
los convocantes ha chocado sin duda con las posibilidades y el arro­
jo de los convocados, lo que se traduce en la presencia algo excén-

' Aparecen tres aportaciones sobre el derecho natural y de gentes, 
pero ¿por qué no vemos nada sobre —v. gr— el derecho penal? 

* Aparte algún desliz («bibliotecas departamentales», p. 432; en la 
página siguiente se califica a Adolfo G. Posada, forzando demasiado sus 
atribuciones primeras como catedrático, de «insigne administrativista»), 
la introducción de este trabajo es superfina, en tanto el resto deja abierta 
una futura, deseable investigación sobre la materia, con recurso a fuentes 
aún por explotar (no fueron excepcionales las estadísticas de libros y lec­
tores en las memorias anuales de los secretarios generales; tampoco faltó 
la edición de catálogos impresos, más el río de documentos sobre libros 
que hoy conservan los archivos universitarios). Además, la biblioteca, la 
biblioteconomía y la bibliografía científica son argumentos que preocupa­
ron en su día, con la producción consiguiente de textos (por ejemplo, del 
«administrativista» Posada) que no han sido ahora leídos. 

CÍAN, 8 (2005), 237-279 
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trica —según la orientación general del encuentro— de trabajos de 
corte y de nación diversos. Tampoco ha sido un acierto limitar la 
presencia de colegas extranjeros a Italia, México y Argentina, por 
más que ciertos campos del saber (así, la Historia o la Matemática), 
decisivos como pocos —esta vez, en positivo— para configurar el 
radio de actividades de la universidad liberal, sólo sean abordados 
al hilo de tales intervenciones .̂ Un diseño ideal hubiera llevado a 
disponer de informes territoriales, siempre generales, que permitie­
ran por comparación y contraste dar respuesta a muchos interro­
gantes. Determinar qué significa un libro de texto en la universidad 
de Humboldt, por ejemplo, serviría para encarar mejor la práctica 
española en materia de manuales . Tampoco hubiera resultado 
superfluo puntualizar la fortuna americana de algunos «grandes» 
textos nacionales, o perseguir la t raducción de libros formativos 
(otra vez hay que destacar la excelente intervención de López Pine­
ro en relación a la Medicina) como plataforma adecuada para 
desencadenar procesos de «recepción» científica en España. 

La aportación de mayor enjundia, por páginas y contenidos, es 
el estudio sobre las disciplinas de derecho público de Alfredo Galle­
go; tantas páginas (83-234), que han podido con facilidad replicar­
se a modo de libro independiente .̂ El despliegue de datos y capítu­
los —demasiado farragosa, en mi opinión, la estructura sistemática 
adop tada '— contrasta con la simplicidad de las tesis de fondo, a 

^ Entre sí muy diversas: la síntesis de Mauro Morettti e liaría Porcia-
ni (593-600) cubre sobradamente las expectativas, e incluye una guía 
bibliográfíca que permite conocer los avalares de la disciplina histórica en 
la universidad italiana. Frente a esta aproximación general, para Matemá­
ticas contamos con trabajos excesivamente especializados relativos a Turín, 
centrados en ciertas fuentes y figuras relevantes (Corrado Segre, 449-476). 

* Alfredo Gallego Anabitarte, Formación y enseñanza del derecho públi­
co en España (1769-2000). Un ensayo crítico, Madríd, Marcial Pons, 2002, 
388 pp. El cotejo sumario de libro y ponencia arroja la identidad sustan­
cial de los contenidos, con una notable diferencia, a favor del prímero, en 
el número y texto de las notas. Por lo demás, las previas aportaciones de 
este autor sobre la asignatura del Derecho Político, inevitablemente pre­
sentes ahora, son bien conocidas: cf. ponencia, p. 83-84, n. 1. 

' Hay siete grandes epígrafes numerados, correspondientes a los 
capítulos del libro; por abajo aparecen apartados identificados con las 
minúsculas del alfabeto (latino), que se subdividen a veces en párrafos 
numerados sin mención de subepígrafe. Pero algún epígrafe/capítulo («3. 
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saber: (i) en España se carece hasta hoy de una Teoría del Derecho 
Púbhco; (ii) tuvo en ello mucho que ver el no tan viejo Derecho Polí­
tico, amalgama indigesta de saberes sociales reacios a cualquier 
construcción dogmática; (iii) la razón se encuentra en la inexisten­
cia de un Estado dotado de medios y desarrollo (p. 99: «apenas 
había Estado»; cf. p . 111: «Estado enteco»), de manera que (iv) 
nadie se ocupó seriamente de construir su teoría jurídica'". Así lle­
vado del empeño por explicar un hueco, la ausencia de teoría esta­
tal, en vez de ocuparse de un hallazgo, el derecho político... ¿a la 
española?, el autor atribuye a la inestabilidad política nacional 
la culpa por una ciencia deficiente. 

Desde luego, ni España fue Alemania ni los Olivan, Gómez de la 
Sema y Posada tuvieron mucho en común con Gerber, Otto Mayer 
o Paul Laband. Me pregunto, sin embargo, si forzosamente tenían 
que tenerlo. Observo en las páginas de Gallego —tan meritorias y 
meticulosas al poner en pie el complicado panorama de planes 

Intento de explicar la ausencia de un saber jurídico estatal unitario. Teo­
ría jurídica del Estado, en España. Crisis de Estado y planes de estudios», 
p. 97) adopta una división superior con mayúsculas y subepígrafes, den­
tro de los que se abren los identificados con la minúscula (sin perjuicio de 
la eventual fragmentación inferior según párrafos numerados); con cier­
ta frecuencia los capítulos son «excursos complejos» (cf. pp. 106 ss.; tam­
bién pp. 159 ss., donde la carta de Cádiz, 1812, cierra una exposición 
abierta en 1841 con Ortiz de Zúñiga, contra el método cronológico que 
parecía seguirse) que, además de arrastrar una misma cuestión por varios 
nudos de la obra, interrumpen el curso natural de la lectura. Sin duda el 
caso más llamativo en este sentido tiene que ver con la detenida crítica 
(pp. 87-97) a la controvertida sentencia de la Audiencia Nacional de 7 de 
noviembre de 2000, sobre negociación de determinadas subidas salaria­
les para los funcionarios, todo un «paradigma de la ausencia de un análi­
sis juridico estatal». 

'" Gallego menciona expresamente, como explicación del contenido 
doble y pobre del derecho público en España (un «Derecho Político» teó-
rico-político filosófico más un «Derecho Administrativo» legalista), la deter­
minación del legislador universitario, autor de planes de estudio que con­
sagraron esa postración (p. 104). Que la justificación tiene algo de 
espejismo es reconocido de inmediato por nuestro autor (pues «los planes 
de estudio... serían un reflejo de esa crisis de Estado y sociedad que he 
señalado como fundamento del Derecho público español», p. 105), de 
manera que seguimos en la órbita de las tesis destacadas en texto. 

CÍAN, 8 (2005), 237-279 



242 CARLOS PETIT 

y asignaturas iuspublicísticas— juicios demasiado rápidos " , com­
paraciones algo aventuradas '̂ , en fin, afirmaciones carentes de base 
bibliográfica ' ' . . . y parece fácil construir sobre esa base un claro 
reproche global. Sobre todo, veo aquí un encomiable, aunque falli­
do, intento de hacer obra histórica sin mucho recurso a la historio­
grafía; critica de fondo, que merece un comentario más reposado. 

En efecto. El lamento por la ausencia de una ciencia publicísti-
ca española frente al poderoso caso alemán desconoce que la cultu­
ra del siglo XIX engendró dos modelos diferentes de jurisprudencia, 
si se quiere: dos tipos ideales de «jurista perfecto» presentes con 

" Así, las diputaciones provinciales gaditanas serían «prepotentes», 
en tanto la milicia nacional una fuente de «desorden» (p. 99); el orden lle­
garía con Narváez (ibíd.). Me parece claro que Gallego comparte a estas 
alturas con el vetusto Espadón granadino una determinada valoración de 
la Constitución gaditana, a lo que nada hay que objetar, si no fuera porque 
la ideología del segundo se presenta como historiografía en el caso del pri­
mero. 

'̂  Me pregunto si es útil enfrentar a Vicente Santamaría de Paredes y 
Maurice Hauriou, como propone Gallego en p. 101. Y llegado el momento 
de comparar, sin duda encerraría enseñanzas para España el próximo caso 
italiano, además rigurosamente reconstruido: Pietro Costa, Lo stato imma-
ginario. Metafore e paradigmi nella cultura giuridica italiana fra Ottocento e 
Novecento, Milano, Giuffré, 1986. También, Mauricio Fioravanti, La scien-
za del diritto pubblico. Dottrine dello Stato e della costituzione tra Otto e 
Novecento, I-II, ibd. 2001. 

'̂  «Ningún comentario mereció la Constitución de 1845», anuncia con 
rotundidad Gallego en aquella página desafortunada (p. 99). El alarmante 
anuncio olvida momentáneamente la obra de Juan Miguel de los Ríos, 
«Doctor y catedrático de término de jurisprudencia en las universidades 
de Madrid y Salamanca», Derecho político general, español y europeo, I-III, 
Madrid, Imprenta de Ignacio Boix, calle de Carretas n.° 8, 1845-1846, a 
vueltas con la carta de 1837 mas abierta también a la novedad constitu­
cional de 1845, sobrevenida a este autor (cf. tomo III, pp. 47 ss.); en el 
mismo caso, Antolín Esperón, Derecho político constitucional de España, 
por.. Doctor en jurisprudencia. Abogado del Ilustre Colegio de esta Corte. 
Catedrático de Instituto de Segunda Enseñanza, Madrid, Imprenta de D. 
José M. Alonso, 1854, que me resulta, exactamente, una exégesis de la cons­
titución de 1845. Son títulos que Gallego conoce perfectamente (cf. p. 192, 
n. 89, para De los Ríos; p. 194, n. 90, para Esperón), por lo que sólo cabe 
especular sobre el alcance que, en su opinión, encerraría la expresión 
«comentario» aplicada a la carta moderada. 
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diversa incidencia en cualquier parte de Europa '"*. Por una parte 
encontramos la que cabría denominar posibilidad savignyana de 
ejercer como jurista. Según esta pr imera orientación, el Derecho 
sería aquel saber científico —por ende universal— que, gracias a las 
revistas y a un programa de inexorable ejecución (lo que dio en lla­
marse el «método jurídico»), presupone la existencia de una comu­
nidad intelectual jerarquizada según el principio de autoridad, dota­
da de ritos profesionales y, al menos en principio, territorialmente 
ilimitada '^ 

Por otra parte tenemos a especialistas de la pasta de Javier de 
Burgos o, aún mejor —pues con él no dejaremos el terreno de los 
textos docentes de derecho político— de Joaquín Francisco Pache­
co: un gran letrado y político conservador, conocido por sus bri­
llantes discursos y autor de obras impresas... que, en rigor, jamás 
fueron escritas '*. Pacheco es una muestra del que pudiéramos lla­
mar modelo oratorio o forense de entender el Derecho, un conoci-

'"' Cf. Carlos Petit, Discurso sobre el discurso. Oralidad y escritura en 
la cultura jurídica de la España liberal, Huelva, Servicio de Publicaciones 
de la Universidad, 2000; últimamente, «Der Jurist ais Redner. Das Bild des 
Juristen im Spanien des 19. Jahrhunderts», en Reiner Schulze (Hrg.), 
Rechtssymbolik und Wertevermittlung, Berlin, Duncker & Humblot, 2004, 
141-148. 

" Cf. el paso siguiente de la Pandektenvorlesung de Savigny (curso 
1824-1825), en versión de Cristina Vano (vid. «// nostro autentico Gaio». 
Strategie della Scuola Storica alie origini della romanistica moderna, Napo-
li, Editoriale Scientifíca, 2000, pp. 26-27): «il diritto consuetudinario, cosi 
come essistette allora a Roma, non puó piú comparire presso di noi.... Nei 
tempi piü recenti, in luogo di un diritto consuetudinario é subentrata l'o-
pinione dei giuristi; la comunicazione delle teorie giuridiche é qui il léga­
me comune, e si forma qui sul piano scientifico un nuovo specifico órga­
no del diritto consuetudinario... Una nuova teoria, che venga riconosciuta 
come vera altrettanto generalmente della precedente, otterrá certamente 
anche vigenza, e un diritto non abrogabile in questo modo non puó for-
marsi». 

'* Me refiero a sus conocidas Lecciones de derecho penal (1839-1840) 
y de derecho político (1844-1845) pronunciadas en el Ateneo madrileño, 
transcritas y publicadas posteriormente. La mejor biografía del autor se 
debe a Francisco Tomás y Valiente en su estudio preliminar a las citadas 
Lecciones de derecho político, Madrid, Centro de Estudios Constituciona­
les, 1984, vii-lv 
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miento ahora más cercano a la tradicional civilis sapientia que a la 
emergente Rechtswissenchaft. El palacio de justicia y la tribuna par­
lamentaria serían sus ámbitos naturales; para los juristas de este 
modelo la cátedra y los libros resultaban, como mucho, actividad 
secundíiria, dependiente de prestaciones profesionales que eran ante 
todo orales, formalizadas gracias a una pujante literatura '^. Dentro 
de tal contexto, el afán periodístico del abogado liberal —un autén­
tico hombre público que concedía con su elocuencia valor y calor al 
texto muerto de las leyes— respondió a la cercanía existente entre 
la reposada actividad forense y el trabajo frenético del diarista: pues 
los periódicos eran el agora donde resonaba el verbo de los nuevos 
tribunos. Así se explica la vocación jurídica (con «crónica de tribu­
nales» y «crónica parlamentaria», más los comentarios respectivos) 
de la prensa dicha «política», nunca demasiado apar tada de las 
revistas y obras especializadas. 

Ahora bien, sería equivocado reprochar a los Pacheco y compa­
ñía (una cohorte de notables nombres europeos: los Berryer, Favre, 
Dupin... en Francia; los Mancini, Amore, Brofferio... en Italia; los 
Cortina, Pérez Hernández, Aparisi... en España) sus cortos logros 
científicos o la exigüidad de su producción jurídica, cuando estos 
grandes oradores, desinteresados por la posible naturaleza científi­
ca del Derecho en la que tanto insistÍEin sus colegais germánicos, sim­
plemente estuvieron al servicio de la causa colectiva y de la defensa 
de concretos patrocinados '^. Las perplejidades del citado Savigny, 

'̂  Limitándome al caso español, Femando Corradi, Lecciones sobre 
oratoria... (1843), Madrid, Eduardo Mengíbar, M882; Femando de León y 
Olarieta, Consideraciones filosóficas sobre la elocuencia forense... Valencia, 
Impta. de El Valenciano, 1862; Joaquín María López, Lecciones de elo­
cuencia en general, de elocuencia forense, de elocuencia parlamentaria y de 
improvisación, \-\\, Madrid, Impta. que fue de la Sociedad de Operarios, 
ahora de D. M. Gabeirós, 1849-1850; Emilio Reus Bahamonde, La orato­
ria. Estudio crítico... Madrid, Medina, ca. 1880; Pedro Sainz de Andino, Ele­
mentos de elocuencia forense (1827), Madrid, Impta. de la Sociedad de Ope­
rarios del mismo Atret, "1847; Ramón Sauri y Lleopart, Elocuencia forense, 
Barcelona, Herederos Vda. de Pía, 1847; Enrique Ucelay, Estudios críticos 
de oratoria forense. El foro y su elocuencia en Francia.... Madrid, Impta. de 
la Revista de Legislación, 1880; del mismo, Estudios sobre el foro moder­
no... Madrid, Vda. de J.M. Pérez, 1883. 

'* Tampoco es diferente el panorama visible al otro lado del Atlánti­
co, cuando menos para la primera mitad del siglo XIX: cf. Robert A. Fer-
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sorprendido con las cosas que vio en las aulcis napolitanas, nos ofre­
cen una muestra de ciertas incomprensiones pasadas... que aún las­
tran el esfuerzo de los historiadores '*. 

De compart i rse la anter ior interpretación, además de t ra tar 
como se merecen a determinados autores usados por Gzdlego ^°, con­
cluiremos que la teoría del derecho estatal fue uno de los muchos 
productos «naturales» del citado modelo científico, faltando en con­
secuencia allí donde cuajó y se mantuvo un entendimiento forense 
de la profesión. Cierto es que el mito de la universidad alemana^', en 
tanto eficaz propagEinda de un sistema formativo adornado de cohe­
rencia inapelable, triunfó por toda Europa a fines del Ochocientos ̂ ,̂ 

gusson, Law and Letters in American Culture, Cambridge (Mass.) —Lon-
don, Harvard University Press, 1984. 

" Cf. Aldo Mazzacane, «Pratica e insegnamento: l'istruzione giuridi-
ca a Napoli nel primo Ottocento», en A. Mazzacane e Cristina Vano (curs.), 
Universitá e professioni giuridiche in Europa nell'etá libérale, Napoli, Jove-
ne, 1994, 77-113, en especial pp. 87 ss. 

^̂  Sin ir más lejos, llama la atención su admiración (negativa), expre­
sada mediante signos de tal naturaleza, sobre la condición de «poeta dra­
maturgo» de Félix Enciso Castrillón, traductor español (1838) de Louis 
Antoine Macarel (cf. p. 154). Mas ¿recuerda Gallego que el mismísimo 
Javier de Burgos, fundador del derecho administrativo, en su día fue cono­
cido ante todo como traductor de Horacio en metro castellano? ¿Y no 
publicó una versión de la epístola Ad Pisones el ministro y magistrado José 
Castro y Orozco, famoso marqués de Gerona? ¿Tan pronto hemos olvida­
do los prólogos eruditos del codificador Manuel Alonso Martínez a textos 
de Virgilio? Los ejemplos podrían multiplicarse (uno más: sobre el men­
cionado Pacheco, cf. Antonio Serrano, «Lectura romántica de la constitu­
ción de Inglaterra», en Andrea Romano (cun), // modello costituzionale 
inglese e la sua recezione nell'area mediterránea tra la fine del '700 e la prima 
meta dell'800. Milano, Giuffré, 1998, 325-374). Y es que la poesía, en espe­
cial la latina, fue lectura profesional del jurista: fuente de modelos orato­
rios, disciplina del pensamiento y escuela de apropiación de textos... Lo 
que explicaría, además, la insistencia con que los planes de estudio libera­
les exigían cursos de latín y literatura a los estudiantes de Derecho. 

'̂ Cf. Claudio Bonvecchio (ed.), El mito de la universidad (1980), trad. 
María E. Aguirre Lora, México, Siglo XXI — UNAM, 1991. 

^̂  Para el caso de la educación jurídica española, entre otros muchos 
ejemplos que compone y al tiempo ofrece toda una nueva generación de 
catedráticos, cf. Manuel Torres Campos, «Fin y organización de las uni­
versidades,» en Revista General de Legislación y Jurisprudencia 103 (1903), 
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generando entonces procesos de «recepción» de doctrinas y nuevos 
modos de hacer universitario: en nuestro caso, sólo a partir de los 
años Ochenta de ese siglo tuvieron las universidades atribuida «la 
investigación científica, sin oponer obstáculos, bajo ningún con­
cepto, al libre, entero y tranquilo desarrollo del estudio» (circular 
del ministro Albareda, 3 de marzo, 1881)" , pero todo indica que, 
antes de tales fechas, el jur is ta-orador careció de competidores 
como protagonista de la tradición no-dogmática que daba sentido 
en España al denostado derecho político. 

Y sin embargo, la vigencia del mismo modelo forense en Fran­
cia e Italia nos llevaría a indagar las razones de la rápida conversión 
de, por ejemplo, un Vittorio Emanuele Orlando al alemán «método 
jurídico», mientras que en España, desde una similar situación cul­
tural, la germanización se retrasó —cuando menos— hasta la gene­
ración siguiente ^*. Acaso la respuesta pase por recorrer, de una 

252-264, memoria presentada ante la asamblea universitaria reunida con 
motivo del cuarto centenario de la Universidad de Valencia, p. 263: «entre 
los sistemas de organización universitaria, debe darse la preferencia al ale­
mán, por ser éste el sistema que guarda una relación más estrecha con el 
fin de la universidad.» 

^̂  Con esa nueva concepción que albergaba objetivos también nuevos, 
las medidas legales de Instrucción Pública declinaron por fin el adjetivo 
científico y los añosos discursos de grado cedieron el paso a nuestras moder­
nas tesis: «Las tesis doctorales en todas las facultades serán de libre elec­
ción por el candidato, y versarán sobre puntos de investigación científica» 
(real decreto de 22 de noviembre, 1883, art. 11); «los ejercicios del grado de 
doctor en la Facultad de Derecho consistirán en la presentación de un dis­
curso escrito ó impreso sobre una tesis jurídica de libre elección por el gra­
duando, quien leerá su trabajo ante un Tribunal compuesto por cinco Jue­
ces, y contestará las observaciones que á continuación se le dirijan por 
aquellos» (rd. de 16 de enero, 1884, art. 10); «el Doctorado se dirige á for­
mar hombres capaces de fecundar por sí mismos y de hacer progresar, ya 
en la elevada tarea del Magisterio, ya en sus producciones literarias, la cien­
cia á que se dedican» (rd. de 14 de agosto, 1884, exposición). 

'̂' Por supuesto, el fenómeno no tuvo idéntico tempo en todas las 
ramas del saber: cf. pp. 343 ss. (López Pinero) sobre la germanización de 
la Medicina a partir del Sexenio, con la figura señera de Rafael Ariza, for­
mado en el Berlín de Virchow y llamado a ejercer enseñanzas de Histolo­
gía en la Escuela libre de Medicina de Sevilla, creación del notable médi­
co —también constituyente de 1869— Federico Rubio. 
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parte, los derroteros profesionales de los universitarios pensionados 
por la Junta para la Ampliación de Estudios e Investigaciones Cien­
tíficas (1907) y, de otra, por determinar los efectos de la súbita ita­
lianización sufrida por el jurista académico español —con el posi­
ble derivado de una inclinación intelectual y una biblioteca de 
referencia poco favorables a Alemania ^^ 

Sea como se quiera, el flujo de nacionales formados en la lectu­
ra de los grandes publicistas alemanes siguió un curso ascendente 
a lo largo del primer tercio del siglo XX, para producir frutos apre-
ciables y conocidos bajo la experiencia intensa de la Segunda Repú­
blica. Por eso me resulta llamativo que Gallego, a despecho de su 
generosa cronología, nada nos diga ahora sobre aquella Revista de 
Derecho Público (1932-1936) que abandonó por unos años la termi­
nología perturbadora, o que silencie su opinión en relación a la obra 
dogmática y al credo constitucional de los tres catedráticos del 
momento republicano: Eduardo Lloréns, Francisco Ayala, Nicolás 
Pérez Serrano — más colegas kelsenianos procedentes del campo 
de la filosofía jurídica (Luis Legaz y Lacambra). Paradójicamente, 
el desinterés de Gallego por aquel momento constituyente *̂ —con 
su inevitable, a veces excelente, doctrina jurídica— impide a los lec­
tores penetrar en un ámbito que parece en principio muy favorable 
para el contraste de las tesis de partida. 

Sin llegar nunca a olvidarlas Gallego lanza y acaricia repetida­
mente otra tesis que merece diferente comentario, pues afecta a los 

'̂ Cf. Carlos Petit, «Qualcosa che somiglia airammirazione —Ecos de 
la Civilística italiana en España», a publicarse en el Anuario de Derecho 
Civil. 

^^ Sólo localizo fugaces alusiones (p. 222, n. 107; p. 232) que, en puri­
dad, diluyen bajo la sombra deformante de la Restauración toda la expe­
riencia de la II República. Y sin embargo, la República, por obra de Fer­
nando de los Ríos (catedrático de Político, como es sabido) en su paso por 
el ministerio de Instrucción Pública, gestó una ley universitaria con impor­
tantes novedades para el caso del derecho público que, aunque como tal 
fracasada, inspiró el plan de la Universidad Autónoma de Barcelona: cf. 
Antonio Molero Pintado, La reforma educativa de la Segunda República 
Española. Primer bienio, Madrid, Santillana, 1977, pp. 370 ss., pp. 452 ss. 
con las bases del plan de Derecho; también Albert Ribas i Massana, La Uni-
versitat Autónoma de Barcelona (1933-1939), Barcelona, Ed. 62, 1976, sin 
conocer las obvias dependencias de la organización docente de aquella pri­
mera Autónoma respecto del proyecto de Femando de los Ríos. 
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orígenes intelectuales de su propia disciplina. Me refiero a la cone­
xión genética entre la policía y la administración, un argumento de 
peso que nuestro autor expresa como sigue: «lo administrativo de hoy 
era antes el gobierno político y económico que estaba atribuido a 
determinadas personas públicas y a sus miembros. La Ciencia de la 
policía en España era el gobierno político y económico del siglo 
XVIII, que en la primera mitad del siglo xix se llamará Administra­
ción» (p. 119, con el énfasis derivado del empleo de cursivas). A este 
punto se dedica todo un «excurso» (pp. 106 ss.), que no agota las 
posibles referencias (cf. también pp. 145-148; p. 172; pp. 174-175; p. 
181). Gallego tampoco disimula la sorpresa: «quien esto escribe no 
podía imaginarse —pese a haber dedicado mucho tiempo, con ante­
rioridad, al estudio de estas cuestiones— la gran cantidad de rela­
ciones, conexiones y matices que existían entre la Policía, la Eco­
nomía, el gobierno político y económico, y el Derecho público 
administrativo» (p. 113; cf. p. 181, de nuevo con expresión de una 
«sorpresa, incluso para el autor del presente estudio»). Y con enco-
miable honestidad, una vez repuesto del susto causado por su des­
cubrimiento, se repasan los textos de la ciencia de policía (pp. 113-
148), mejor: los tratados sobre el gobierno político y económico ^̂  
que son, al fin y a la postre, el antecedente directo de los «fundado­
res» posteriores: los Burgos, Olivan, Posada Herrera y demás com­
pañía. «En España se pasó del Gobierno político y económico a la 
Administración» (p. 148), proclama en efecto Gallego, lo que debe­
mos entender —creo— antes como comunidad de fondo de ideas y 
estrategias políticas (cf. pp. 159 ss.) que no como una simple evolu­
ción de la terminología ̂ *. 

El impecable enfoque adoptado no excluye que nos sirva aquí 
como un oportuno ejemplo de aquel laborioso cultivo de la historia 
sin uso adecuado de la historiografía al que antes hice alusión. 
Gallego maneja una lista de fuentes y una bibliografía secundaria 

^̂  Tal sería la versión castiza de aquel término (cf. por ejemplo p. 121), 
que, como los materiales del propio congreso nos indican, no faltó, por otra 
parte, en la España ilustrada (cf. p. 550: «orden y Policía» bajo la domina­
ción romana, en el lenguaje de Joseph Olmeda, 1777). 

*̂ Cf. p. 163, donde Gallego cruza sagazmente la Instrucción para los 
subdelegados de Fomento de Javier de Burgos (1833) con las Instruccio­
nes para corregidores de 1749 y 1788. En el mismo sentido, justamente 
subrayando continuidades, también p. 182. 
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tan largas como, en lo sustancial, lacunosas: pues faltan los títulos 
que mejor comulgarían con su propia orientación. Si el recentísimo, 
sugerente manual de Antonio M. Hespanha no estaba aún disponi­
ble en razón de la fecha ^̂ , hubiera bastado consultar la Storia del 
diritto amministrativo de los colegas Luca Mannori y Bernardo Sordi 
(2001), donde el paso de la ciencia de policía al derecho adminis­
trativo es un nervio principal de la exposición ^. Incluso en lo tocan­
te a sus capítulos españoles —en este caso gracias a páginas, no muy 
modernas ni tampoco muy ocultas, de Benjamín González Alonso— 
la obra de Mannori y Sordi contiene informaciones que, como míni­
mo, hubiesen disipado las sorpresas insistentes de Gallego^'. 

No pretendo cruzar ahora reproches acerca de preferencias 
bibliográficas, sino reparar en el caso extraordinario —quiere decir­
se, raro y excelente— de un reputado experto en derecho adminis­
trativo empeñado en conocer la tradición de la disciplina, peira refle­
xionar, en pr imer lugar, sobre el espacio profesional que toca al 
jurista historiador enmedio de sus colegas de facultad, £il tiempo que 
se trata también, en segundo lugar, de llevar hasta sus últimas con­
secuencias las conexiones intelectuales (del gobierno civil y econó­
mico a la administración) que han sido tan felizmente establecidas. 

Si comenzamos por lo último, la relación proclamada entre la 
ciencia de la policía y el derecho administrat ivo pasa necesaria­
mente por identificar la matriz institucional del Estado policial, a 
beneficio de la mejor comprensión de la posterior lógica adminis­
trativa. El citado Mannori, en un trabajo de merecida fortuna ^^ ha 

" Antonio M. Hespanha, Guiando a mdo invisível, Direitos, Estado e 
Leí no liberalismo monárquico portugés, Coimbra, Almádina, 2004, desde 
su mismo prólogo (pp. 6-7; cf. también pp. 52 ss.). 

^ Merece la pena recordar otro título rotundo: Bernardo Sordi, «Della 
scienza di polizia al diritto amministrativo. Spunti per l'interpretazione di 
due itinerari paralelli: Francia e Prusia», en Aldo Mazzacane (ed.), // lin-
guaggio delle istituzioni, Napoli, Cuen, 2001, 35-57. 

'̂ L. Mannori — B. Sordi, Storia del diritto amministrativo, Roma-
Barí, Laterza, 2001; cf. p. 144, n. 80, con cita de Benjamín González Alon­
so, «Las raíces ilustradas del ideario administrativo del moderantismo 
español», en AA.W., De la Ilustración al liberalismo, Madrid, Centro de 
Estudios Constitucionales, 1995, 159-196. 

^̂  Me refiero al largo ensayo «Per una «preistoría» della funzione 
amministrativa. Cultura giuridica e attivitá dei pubblici apparati nell'etá 
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divulgado la clave principal: más allá de la clásica iurisprudentia 
—esto es, al margen de la reflexión tradicional en tomo al «gobier­
no civil y político» que preconizó la quietud del soberano y su inter­
vención justiciera ex post cuando alguna emergencia o desvío alte­
raba el orden natural de las cosas— el nuevo «gobierno activo» 
asumido por el príncipe i lustrado y sus comisarios encontró su 
mejor modelo en las facultades domésticas {oikonomía en su exac­
to sentido) correspondientes alpaterfamilias. En efecto, alpater toca­
ba cuidar por el bienestar de la casa mediante la ejecución de un 
amplio catálogo de actividades tendentes al acopio de los bienes 
materiales necesarios para satisfacer las necesidades de sus habi­
tantes, pero le correspondía también ejercer amplias funciones de 
mando y dirección —el ejercicio de la potestad económica— sin 
estrépito de juicio ni mezcla de intervenciones jurisdiccionales. Lle­
gados al siglo XVIII, los discursos paralelos de la justicia y de la eco­
nomía confluyeron por fin bajo la forma del gobierno doble, civil o 
político y doméstico o económico, propio de la Ilustración: nunca 
como entonces estuvo justificada la figura de un monarca padre y 
señor de vasallos. 

No nos interesa avanzar mucho más en esta historia apasionan­
te^^. Es suficiente recordar que la matriz doméstica de la Adminis­
tración en el Estado liberal, a través de la vía dicha «sorprendente» 
de la ciencia de policía, trasvasó al joven derecho administrativo 
principios y modos de actuar característicos de la vieja potestad 

del tardo diritto comuna», en Quademi fiorentini 19 (1990), 323-504, en 
particular pp. 415 ss. Igualmente, con toda rotundidad desde su mismo 
título, Daniela Frigo, «Disciplina rei familiariae: a Economía como modelo 
administrativo de Anclen Régime», en Penélope. Fazer e desfazer a historia 
6(1991), 47-62. 

^̂  Que encontraría en la política de Carlos III un ejemplo muy cerca­
no: del interés por la reforma urbanística de Madrid, ejerciendo las com­
petencias paternas del diseño y cura de la casa familiar, a la producción 
agrícola (la famosa ley Agraria), las actividades industriales (reales com­
pañías y fábricas) o el fomento de la población (nuevas poblaciones de 
Andalucía, misiones en California). Cf. Carlos Petit, «Signos financieros y 
cosas mercantiles, o los descubiertos de la Ilustración cambiaría», en Vito 
Piergiovanni (ed.), The Growth ofthe Bank as Institution and the Develop-
mente ofMoney Business Law, Berlín, Duncker & Humblot, 1993, 225-310, 
con atención preferente a las actividades comerciales del rey/padre ban­
quero (fundación del Banco «nacional» de San Carlos). 
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paterna —sin olvidar por supuesto la identidad de los últimos fines 
(cf. p . 174: «el telos de la Ciencia de la Policía del siglo xvill es el 
mismo que el de la Administración en el siglo xix: la prosperidad y 
la felicidad del Reino y de los hombres») que habían de alcanzarse 
con tales medios y modos: un «ordeno y mando» del pater trasfor-
mado en el terrible solve et repete o en la presunción de legalidad de 
los actos administrativos, sin olvidar que la vieja separación de juris-
dictio y potestas oeconomica estaría situada tras la difícil relación de 
los administradores con los jueces. 

Si se acepta el recorrido propuesto —coherente además con la 
posición «continuista», a mi entender muy acertada, que desde hace 
años defiende Gallego ^'^— podemos abordar la segunda cuestión 
antes lanzada, referida a la posición del historiador del Derecho en 
el seno de una facultad jurídica «ideal» donde sus colegas, expertos 
en la ciencia del derecho positivo, tuvieran sin embargo la curiosi­
dad de conocer los hitos principales de su propio saber o disciplina. 
Ya he anunciado mi profunda convicción. A salvo el mejor parecer 
de otros colegas de especialidad ^̂ , tengo para mí que la razón mejor 
que hoy justifica la presencia de la historia jurídica en los estudios 
universitarios se encuentra en el cultivo y desarrollo de la llamada 

'̂' Y es que el siglo de la Administración y del derecho administrativo 
no tan sólo fue «moderno»: cf. en general, aun sin el necesario capítulo 
jurídico, Arno J. Mayer, The Persistence ofthe Oíd Regime: Europe to the 
Great War, New York, Pantheon Books, 1981 (existe trad. española: Madrid, 
Alianza, 1984). Sobre esta resistente y excelente interpretación, ahora 
Gabriella Santoncini, «La persistenza dell'Antico regime nella Oíd Europe 
di Amo J. Mayer», en Giomale di Storia Costituzionale 7 (2004), 33-47. 

^' Hace poco ha tenido lugar en Suiza, gracias a los esfuerzos de 
Michele Luminati, un encuentro de iushistoriadores europeos para abor­
dar la cuestión de las llamadas disciplinas fundamentales en facultades de 
Derecho sacudidas por continuas novedades (cf. Alter Wein in neuen 
Schlauchen? — Jurístische Grundlagenfacher und europaische Studienre-
formen, Luzem, 16-18 de octubre, 2004). Ha sido siempre un argumento 
recurrente, del sur al norte de Europa: Paolo Grossi (cur.), L'insegnamen-
to della storia del diritto medievale e moderno. Strumenti, destinatari, pros-
pettive. Atti del incontro di studio Firenze 6-7 novembre, Milano, Giuffré, 
1993; Pió Caroni — Gerhard Dilcher (hrg.), Norm und Tradition. Welche 
Geschichtlichkeit für die Rechtsgeschichte?, Kóln etc., Bóhlau, 1998; Kjóle-
ke Módeer (ed.), Ratthistoria i fórandring. Olinska stiftelsen 50 Ár; Lund 
(Suecia), Olin Sdfelsen, 2002. 
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memoria del jurista, expresión comprometida que entiendo, provi­
sionalmente, como la tradición «disciplinar» del Derecho y de los que 
socialmente se identificcín como sus expertos. Se trataría, entonces, 
de trazar la genealogía de los saberes jurídicos, comenzando por la 
ardua cuestión de su división en grandes ramas distintas, dotadas 
de ritos (tesis, oposiciones, escuelas) y «arquetipos» profesionales 
(programas, grandes textos, doctrinas, maestros...) pacíficamente 
aceptados por quienes los cultivan; en este sentido, no sería el Dere­
cho —presente o pasado— el principal objeto de observación, sino 
todo aquello que, a propósito del Derecho, han podido decir y escri­
bir personas insertas en ciertas instituciones (tribunales, universi­
dades, parlamentos) encargadas de la producción de textos reputa­
dos jurídicos: en otros términos, habría que averiguar qué hace que 
tengamos por especializados (escritos, discursos, personas) a los 
que, cumplidos ciertos requisitos, así se consideran. Son ejercicios 
de «observación de segundo grado» *̂, y ahora comprendo lo que 
tenía en la cabeza Marc Bloch cuando afirmó que «l'histoire du 
droit... pourrait bien n'avoir d'existence separée que comme l'his­
toire des juristes» ^̂ . En el fondo, la de las Universidades —que tan 
bien cultiva el Instituto Antonio de Nebrija— y el asunto del encuen­
tro situado en el origen de este libro son dos excelentes muestras del 
propósito descrito. 

'* Es la propuesta general de Antonio Serrano, «La rata en el laberin­
to o la Historia como observatorio jurídico», en Anuario de Historia del 
Derecho Español 62 (1992), 675-713. 

" Cf. Apologie pour l'histoire ou métier d'historien (1944), Paris, 
Armand Colin, '1974, p. 125. Merece la pena la reproducción del párrafo 
completo, con énfasis donde más nos toca: «Pourtant, il y a bien, dans la 
notion du fait juridique comme distincte des autres, quelque chose d'exact. 
C'est qu'au moins dans beaucoup de sociétés, l'application et, dans une 
large mesure, l'élaboration méme des regles de droit ont été l'oeuvre propre 
d'un group d'hommes relativement spécialisé et, dans ce role (que ses mem-
bres pouvaient, cela va de soi, combiner avec d'autres fonctions sociales), 
suffisamment autonome pour posséder ses traditions propres et, souvent, jus-
qu'á la pratique d'une méthode de raisonnement particuliére. L'histoire du 
droit, en somme, pourrait bien n'avoir d'existence séparée que comme l'his­
toire des juristes: ce qui n'est pas, pour une branche d'une science des hom-
mes, une si mauvaise fa^on d'exister. Entendue en ce sens, elle jette sur des 
phénoménes tres divers, mais soumis a une action humaine commune, des 
lueurs, dans leur champ nécessairement limité, tres révélatrices». 
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A mitad de camino entre la sociología de las profesiones y cuer­
pos, la historia del pensamiento jurídico y la más convencional his­
toria del derecho, la memoria jurídica aquí propuesta dispone de 
resultados que avcdan su interés *̂. Cuenta también con los expertos 
más sensibles a su propia memoria: escritos como el de Gallego 
prueban la fertilidad de un terreno abierto a la más estrecha cola­
boración. Ahora bien, el trabajo en común comienza con el inter­
cambio fluido de informaciones, hallazgos, puntos de vista; en otras 
palabras, exige el establecimiento de un lugar de encuentro que per­
mita cruzar los objetivos del jurista dogmático —el colega que quie­
re conocer, así en este caso, las razones de la falta de desarrollo de 
una teoría general del derecho público en España— y del jurista his­
toriador volcado en la reconstrucción de una disciplina: este debe 
aportarle las lecturas que circulan por los circuitos de su menos 
accesible campo o la experiencia —suya propia— de la labor en 
archivos donde se custodiaría el dossier de una cátedra, el progra­
ma de lecciones de un opositor o el dictamen del Consejo de Ins­
trucción dando el visto bueno a una permuta de plazas. 

No faltan precedentes —por fortuna productivos todavía— de 
tales plataformas para el encuentro: auténticas palestras intelec­
tuales donde se sigue a rajatabla la consigna del «diálogo entre juris­
tas» de toda ciencia, especiedidad y condición^'. Contemplado desde 

'* De nuevo es justo reconocer la obra de Pietro Costa (cf. de este autor, 
«Saperi, discipline, disciplinamento: verso una «nuova» storia dalla cultura 
giuridica?», en Annali della Facoltá di Giurisprudenza di Macerata 2 [1989: 
Storia del diritto e teoría politica], 993-1027) y de Maurizio Fioravanti sobre 
el derecho público en Italia y, en general, las muchas y excelentes aporta­
ciones de la escuela de 'pensiero giuridico» de Paolo Grossi (Mario Sbricco-
li para el derecho penal, los citados Mannori y Sordi para el derecho admi­
nistrativo, Paolo Cappellini y Giovanni Cazzetta para el derecho civil, Stefano 
Mannoni para el derecho internacional...) Yo he hecho cuanto he podido con 
la Comparatística: cf. «Lambert en la Tour Eiffel o el derecho comparado de 
la belle époque», en Antonio Padoa — Schioppa (ed.). La comparazione giu­
ridica tra Otto e Novecento, Milano, Instituto Lombardo, 2001, 53-98. 

^' Cf. Clara Álvarez/Pablo F. Albaladejo (eds.), Stile florentino. Veinti­
cinco años de los «Quademi fiorentini per la storia del pensiero giuridico 
moderno», Madrid, UAM Ediciones, 2000. Sin equiparación posible al órga­
no festejado, aunque con el potencial derivado de una buena intención, 
recuerdo también la Revue d'histoire des Facultes de droit et de la science 
juridique (en publicación desde 1984, con otro, cercano título). 
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la perspectiva española convendría adoptar el útilísimo precedente 
pero, aun en su defecto, la ausencia de comunicación entre «dog­
máticos» e «historiadores» tan visible en el ensayo de Gallego acaso 
se supere mediante el expediente de intercambiar unos y otros sus 
cauces habituales de publicación. Si hay que recuperar la memoria 
del Derecho, entonces el historiador podria acudir al órgano perió­
dico del dogmático y presentar desde allí los resultados de su esfuer­
zo, de la misma manera que el colega versado en una materia posi­
tiva se asomaría a la revista histórica para reclamar de unos nuevos 
lectores la atención merecida. Al fín y al cabo, las revistas siempre 
han funcionado como un apreciable instrumento que hace posible 
la comunicación y la crítica exigida por el método de la ciencia. 

Por desgracia, la diligencia de los unos en publicar no satisface 
sin más el deber profesional de los otros de leen Algo de ello hay en 
la segunda gran ponencia del libro comentado, relativa al Derecho 
Civil (y Mercantil), de Ángel López y su discípula Cecilia Gómez-Sal-
vago. 

No encuentro en ella ninguna tesis ni argumento ad probandum 
equivalente a los lanzados por Gallego. Se parte aquí de «el par fun­
cional constitución-código como eje conductor de la enseñanza del 
derecho« (y todavía: «como manifestación normativa de la ideolo­
gía liberal», p. 236), aunque enseguida se advierte de «las paradojas 
de su diacronía«. A salvo la denunciada diferencia de ritmos —tal 
vez hubiera debido entonces de imponer cautelas— el crítico no 
vería inconvenientes en operar con tal «eje conductor», siempre y 
cuando se detuvieran los autores en analizar los conceptos que dicen 
«vertebradores». Mas no lo hacen en ninguna parte'*'', limitándose 
en la ponencia a trazar una suerte de vulgata sobre la codificación 
civil que se superpone a, y prácticamente desplaza, la consideración 
de los planes de estudio universitaríos; filtra además el acceso a los 
manuales: es drástica la reducción de títulos considerados (nada 
vemos aquí sobre Modesto Falcón o Domingo de Morató) — aun-

"" De operar con la perspectiva comparada que el asunto reclama no 
veo fácil engarzar sin más codificación con constitución (pensemos en el 
código prusiano; y podrían invocarse otros ejemplos), entendida la segun­
da, según veo implícitamente en la ponencia, en su sentido puramente for­
mal. Tal vez convenga no confundir las respectivas historias, ni acompa­
sarlas; la autonomía historiográfica de ambas es la mejor manera —falsa 
paradoja— de cruzar carta política y código civil cuando se requiera. 
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que la recensión de los Elementos... de Gómez de la Serna y Mon-
talbán, en sus varias ediciones, se encuentre entre lo mejor de la 
ponencia (cf. pp. 264 ss., pp. 273 ss.)'". Por eso, si el lector de estas 
páginas solicitase una valoración preliminar, debo confesarle que el 
intento no ha prosperado. 

Tras una introducción dispensable (me resulta comprometido 
entrar tan de pasada en el concepto y alcance de lo liberal) López y 
Gómez-Salvago proceden de la mano de Federico de Castro''^: segiin 
se recordará, este eximio civilista dejó inacabado un sólido tratado, 
abierto con una recreación histórica'*^ que marca todavía la memo-
ña profesional de la especialidad. Al menos ha marcado a nuestros 
autores, que siguen a De Castro con fidelidad inquebrantable — aña­
didas unas pocas referencias bibliográficas (los Tomás y Valiente, 
Peset, Clavero, Martínez Neira), por otra parte no siempre actuali­
zadas '*'*. Así se arrastran las limitaciones del original ^^ aumentadas 
con errores o errata de propia cosecha''*. 

"' Pero podría destacarse, pues interesa para la comprensión, si no de 
la materia civilística, al menos de los planes universitarios y del grado 
de especialización de los autores liberales, el maridaje didáctico, tan «bent-
hamista», del derecho civil y del derecho penal producido en los Elemen­
tos. En esa misma línea, la labor infatigable de Pedro Gómez de la Serna 
en la producción de manuales de casi todas las materias serviría, en hipó­
tesis, para mejor apreciar méritos y fracasos en el tratamiento didáctico 
del derecho civil. 

"̂  Desde el comienzo (p. 237, n. 3) al final (p. 262, n. 59), limitándo­
me sólo a citas expresas; pero se toma y sigue todo el planteamiento. 

"̂  Cf. Derecho Civil de España, I (4949), rep. facs. Madrid, Civitas, 
1984, pp. 176 ss. sobre «La codificación del derecho civil». 

"" Tal vez el caso más llamativo se observa en relación a Mariano 
Peset, de quien se citan trabajos sobre la enseñanza del derecho pero se 
omite su conocido ensayo sobre el proyecto de Código de 1821, materia 
abordada por los autores: cf. p. 252. Con todo, es caso generalizado (así, 
de Tomás y Valiente vale el Manual pero no la miscelánea —mucho más 
pertinente— sobre Constituciones y Códigos, etc.). 

"̂  En contra de lo que afirman los autores (p. 256), el guipuzcoano 
Pablo Gorosábel no produjo ningún «primer» proyecto de código civil (¿no 
sería además segundo, tras el verdadero, incompleto proyecto de 1821, que 
aquí fugazmente se cita?); lo afirmaba De Castro, L P- 189, n. 5 (y ya antes 
José M.̂  Antequera, La Codificación moderna en España, Madrid 1886, 
p. 46: se tocaba por entonces el código con la punta de los dedos y proba-
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Tomemos un ejemplo cualquiera. Ya que manuales y planes se 
aluden, y a veces describen, al hilo de la transformación normati­
va''^, el lector esperaría una consideración del originalísimo pro-

blemente convenía improvisar la cadena de sus precedentes); la obra de 
Gorosábel era, en realidad, una sintética exposición del derecho vigente — 
continuamente invocado en el aparato de notas— enunciada mediante artí­
culos ordenados según la ley napoleónica. Exactamente lo que anunciaba 
el título: una Redacción del Código civil de España, esparcido en los dife­
rentes cuerpos del derecho y leyes sueltas de esta nación. Escrita bajo el méto­
do de los códigos modernos, Tolosa, Vda. de la Lama, 1832. Abrió paso a 
otra obra que los civilistas parecen desconocer: Pablo de Gorosábel, Exa­
men de los principios del derecho civil español, I-III, Tolosa, Juan Ignacio de 
Mendizábal, 1834; este segundo título prueba, por si no bastara la Redac­
ción, la ausencia en Gorosábel de empeño codificatorio. 

"•̂  Una nueva recurrencia de Gorosábel en la ponencia de López— 
Gómez Salvago (p. 259) presenta la citada Redacción como Instituciones de 
Derecho Civil español redactadas en forma de Código, título que no corres­
ponde a la primera edición mencionada (1832) ni tampoco a la segunda 
{Código civil de España. Redactado con las disposiciones vigentes de los dife­
rentes cuerpos del derecho y leyes sueltas de este reino publicadas hasta el año 
de 1845 inclusive... Tolosa, Vda. de Mendizábal, 1846). Se cuentan más 
ejemplos: cf. p. 247 sobre los «aragoneses» Ignacio Jordán de Asso y Miguel 
de Manuel (cf. De Castro I, p. 172, quien correctamente menciona al «letra­
do aragonés» Asso y al «castellano» De Manuel; más precisamente, Miguel 
de Manuel y Rodríguez [1741-1798] fue andaluz, natural de Sanlúcar de 
Barrameda). En el capítulo de erratas se cuenta también Velanga por Ver-
langa (p. 254, n. 39) y Foral por Penal en título recurrente de Gómez de la 
Sema y Montalbán (p. 277), enror infeliz por el contexto de aparición; final­
mente, los Estudios de Benito Gutiérrez se dicen edición publicada «al final 
de la década de 1850, viendo la luz en 1875-1878 la última» (p. 260), pero 
más adelante (p. 281) se da la fecha (correcta) de 1862 para el primer tomo 
de esa obra. No se trata zihora de hacer una investigación bibliográfica, pero 
es suficiente consultar los catálogos on-line de la Biblioteca Nacional para 
dar con una «tercera» edición (o ¿quinta?) de Madrid, Vda. e Hijas de A. 
Peñuelas, datada en 1877-1889; la primera edición es de 1862-1874 (Madrid, 
Impta. de E Sánchez; es la reproducida en Valladolid, Lex Nova, 1988). 

*' Por eso no extrañará que la información sobre planes de estudio 
sea algo imprecisa, a través de los trabajos de Mariano Peset. La fuente es 
irreprochable, pero creo que el cometido de los autores obligaba a consi­
derar la cuestión más de cerca. En efecto, desde mediados del siglo XIX la 
asignatura de Derecho Civil nunca tuvo la posición nuclear —^visible en los 
cuatro años y en las cátedras dotadas— que hoy día aún conocemos: desde 
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yecto de código de 1821 —un intento que quiso ser, a mi enten­
der bastante más que «una cierta modernización legislativa» (cf. 
pp. 252-253, con extensa cita de De Castro)— en relación a la fraca­
sada reforma de los estudios diseñada en el Trienio: aun con la pre­
cariedad de esos tiempos y de nuestras fuentes, no es difícil encon­
trar manuales que compartieron doctrina con aquel insólito texto *^. 
El proyecto en cuestión nos demuestra además que fue posible otra 
forma de codificar; una codificación radicalmente diversa —por 
ende, una diferente concepción del mismo derecho civil— en rela­
ción al poderoso modelo francés. Por su compromiso constitucio­
nal, por el ámbito material de una regulación positiva interesada 
también en la administración y sus oficiales, en fin, por influjos uti­
litaristas e indiscutible protagonismo parlamentario el código soña­
do por las Cortes del Trienio quiso pero no llegó a ser el desarrollo 
natural de la carta gaditana '*'. 

mediados de siglo, existieron dos cursos de nombre oscilante, los mismos 
que para el Derecho Político y Administrativo, el Penal y los Procedimien­
tos. Paradójicamente, la entrada en vigor del Código jugó contra su ense­
ñanza, al ser suprimida (en 1900) la cátedra de «Instituciones de Derecho 
Privado de los pueblos antiguos y modernos» dotada para el doctorado en 
la facultad de Madrid. Sólo muy avanzado el siglo XX lograron los civilis­
tas la consideración de materia de docencia práctica para el Civil y, sobre 
todo, un tercer curso «de conjunto» (Plan de 1928), luego aumentado con 
despliegue de contenidos en la inmediata postguerra (plan de 1944). Cf. 
Carlos Petit, «El Código inexistente, ii. Por una arqueología de la Civilísti-
ca española», en Anuario de Derecho Civü 49 (1996), 1415-1450. 

"* Proyecto de 1821 (ed. Juan Feo. Lasso Gaite, Crónica de la codifi­
cación española, IV-ii, Madrid, Ministerio de Justicia, ca. 1982), art. 42 («Es 
propiedad: 1.", el derecho de aprovecharse y disponer libremente del pro­
ducto del trabajo personal...»), en relación a Ramón Salas, Lecciones de 
derecho público constitucional (1821), ed. J.L. Bermejo, Madrid, Centro de 
Estudios Constitucionales, 1982, lección xi, p. 81 («la propiedad consiste 
en la facultad... de disponer de nuestro trabajo ó del producto de nuestro 
trabajo»). Por lo demás, entiendo perturbadora la simultánea referencia en 
la ponencia a la obra de Juan Sala y al proyecto de 1821 (cf. p. 251), pues, 
siendo dos mundos por cultura jurídica, un lector apresurado aplicaría al 
segundo doctrinas tomadas del primero. 

'" «El Código civil», proclama el discurso preliminar del proyecto (ed. 
Lasso Gaite cit. p. 16), «no es otra cosa que el desenvolvimiento de los ar­
tículos 4, 6, 7, 8, 9, 12, 15, 16 y 17 de la Constitución». En toda su rotunda 
simplicidad, nunca volverá a decirse por España una cosa semejante. 
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Si el fruto tardío de la codificación española fue napoleónico, 
estrictamente privado y obra de una comisión del gobierno mal ave­
nida con el par lamento tendremos otra suerte de encaje del códi­
go en la constitución, desde luego ^°, pero aquí conviene resaltar 
que tal fruto fue, además , el precipi tado de una larga historia 
—iniciada en la segunda etapa absolutista de Femando VII— que 
tuvo en el proyecto de código civil de 1836 su documento princi­
pal: aunque López y Gómez-Salvago enfaticen el famoso intento 
de 1851 (cf. p . 258, donde ese texto se in t roduce como «lo que 
debió representar el cambio. . . fundamental en nues t ra historia 
jurídica»; cf. también p . pp. 260, 276), el afrancesamiento de la 
empresa codificadora comenzó mucho antes — para no alterarse 
en lo sucesivo^'. 

Publicado el proyecto del '36 por Lasso Gaite hacia 1982 no pudo 
tenerse en cuenta, claro está, por De Castro, autor antes de esa 
fecha; pero la excusa temporal no aprovechará a nuestros ponentes. 
Y me parece una carencia de difícil justificación, cuando la historia 
de la Civilística española se ha mezclado —sin necesidad alguna, 
creo yo— con la historia de la legislación civil en España. En efec­
to, la década de los Treinta conoció la transformación «liberal» del 
Estado, también en la materia universitaria que nos interesa; es ten­
tador pensar que la nueva regulación de enseñanzas propuesta en 
1836 (Duque de Rivas), sobre todo: las soluciones estables del plan 
de 1845 (Pidal) filtraron en los estudios —a despecho de la situación 
caótica de un ordenamiento en gran medida por codificar— aquel 

'" Una constitución de poderes estatales que no trata jurídicamente 
de la sociedad, cuya regulación se deja al código civil: es la receta del lla­
mado Estado liberal de Derecho, sobre lo que cabe consultar la útil expo­
sición de Maurizio Fioravanti, «Lo Stato di diritto come forma di Stato. 
Notazioni perliminare sulla tradizione europeo-continentale» (1995), ahora 
en La scienza del diritto pubblico cit. II, 855-869, con expresas referencias 
a la codificación. 

' ' Cf. Bartolomé Clavero, «Ley del código: transplantes y rechazos 
constitucionales por España y por América», en Quaderni fiorentini 23 
(1994), 81-194, pp. 96 ss., pp. 104 ss. Por dar a cada uno lo suyo, fue méri­
to de J. Michael Scholz, en sus contribuciones al Handbuch de Helmut 
Coing, destacar la importancia del desconocido texto de 1836, obra de 
comisión regia (real decreto de 29 de enero, 1834) formada por José Ayuso, 
Eugenio de Tapia y Tomás M.* Vizmanos. 
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horizonte de cultura jurídica anclado en el precedente francés que 
las comisiones técnicas y las obras civilísticas publicadas ^̂  nos tes­
t imonian. Observadas las transformaciones del derecho español 
desde el mundo universitario que nos toca de cerca, la fragmenta­
ción de asignaturas y la especialización lenta de las cátedras impu­
so un orden de saberes que dio forma nueva a los viejos conteni­
dos ^̂ ; además, aún antes de algunas leyes modernizadoras 
(justamente enfatizan los autores la ley hipotecaria de 1861: pp. 262 
ss., 278 ss.), la jurisprudencia de casación —otro invento de los años 
Treinta— se encargaría del resto ^'*. 

Sería muy interesante tomarse en serio la estrategia de López y 
Gómez-Salvago y leer de una vez por todas los proyectos frustrados 
y las grandes leyes... con la mirada puesta en planes y textos uni­
versitarios. Desde esa perspectiva —la más adecuada para una his­
toria de disciplinas que utilizaría el análisis de discursos como 
herramienta principal— no habría grandes diferencias entre un 
texto «codificado» bajo la especie de manual y otro formalmente 
enunciado como ley: figuras recurrentes y ubicuas, y así el mencio­
nado Pedro Gómez de la Serna, vendrían a legitimar con su com­
pleja biografía un acercamiento de tal género. Mas los ponentes 
arriman manuales y leyes —según simples coincidencias de crono­
logía— desde la base de la suh-ordenación de los primeros respecto 

" A los escritos de Gorosábel habría que añadir algún otro «código» 
que tampoco es proyecto (José M." Fernández de la Hoz, Código civil, redac­
tado con arreglo a la legislación vigente, Madrid, Eusebio Aguado, 1843) y 
la exitosa traducción (a cargo de F. Verlanga Huerta y J. Muñoz Miranda: 
1843, 1845, 1847, 1852) de las Concordancias de Antoine de Saint-Joseph 

'̂  Así, faltando código y aún proyecto (me refiero al decisivo proyec­
to de 1851) las disposiciones del plan de 1845 estableciendo —por ejem­
plo— en el quinto año de Jurisprudencia las enseñanzas de «Códigos civi­
les españoles», «Código de comercio», «Materia criminal» y «Derecho 
político y administrativo» (art. 18, real decreto de 17 de septiembre) con­
tribuían sin duda a delimitar «civilmente» los contenidos «universales» de 
los códigos españoles en discutido vigor 

^'^ Es muy interesante comprobar el peso de la jurisprudencia del Tri­
bunal Supremo en la enseñanza cotidiana del derecho civil, según com­
pruebo en Femando de León y Olarieta, Metodología de la ciencia del dere­
cho, seguida del programa de Ampliación de Derecho civil y Códigos 
españoles, y de unos apuntes bibliográficos sobre esta asignatura, Valencia, 
Imp. de J. Domenech, 2.̂  ed. (1.° de setiembre de) 1877. 
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de las segundas, esto es: con la pacífica aceptación de la sub-ordi-
nación de la doctrina a la pura legalidad. 

Yo creo que esas tácitas preferencias, ese «sentido común» civi-
lístico cuya vigencia para el siglo XIX sería precisamente el mejor 
objeto de un estudio «mnemográfíco», lastra una página importan­
te sobre los dos mayores tratados del período considerado. Me refie­
ro a los Códigos o Estudios de Benito Gutiérrez, un manual de 
«Ampliación de derecho civil« publicado entre 1862-1874 (cf. p. 260, 
pp. 281 ss.), y a los Estudios de Derecho Civil de Felipe Sánchez 
Román ^^ nacidos en 1879 al servicio de la misma asignatura y gra­
nados en edición madrileña de 1889-1899. 

La obra de Benito Gutiérrez, ahora leída con concurso del amigo 
Martínez Neira, recibe los mayores aplausos: destacaría, nos dicen 
López y Gómez-Salvago, por su «originalidad expositiva», favorable 
juicio inicial que sin duda tiene que ver con otro elogio deslizado 
inmediatamente: la aplaudida originalidad resultaría «acorde con 
la del Código Civil« (p. 282). Se alaba especialmente el título preli­
minar que abre el t ratado, un meritorio preámbulo que, con esos 
antecedentes, sólo puede significar más aplausos ante una versión 
«doctrinal» del sistema de fuentes, típicamente francés («un conte­
nido muy moderno y cercano al del Código Civil», ihíd.). Los libros 
y capítulos siguientes, desplegados en siete corposos volúmenes, «se 
ajustan, demuestran la cercanía con el contenido expositivo del índi­
ce de materias de nuestro Código Civil, y, sobre todo, reflejan cómo 
se trata de una obra concebida con un espíritu muy avanzado y 

'̂' De nuevo los ponentes se acreditan sin mucho escrúpulo biblio­
gráfico: fechan los Estudios «en sucesivos tomos entre 1899 y 1911», citan­
do (p. 283, n. 101) «la segunda edición reformada, corregida y aumenta­
da» de 1911 (tomo segundo: Parte general), más, en realidad, ya hay una 
edición segunda —reformada— de 1889, con el título definitivo {Estudios 
de derecho civil, según los principios, los precedentes y cuerpos legales del 
antiguo derecho de Castilla, las leyes civiles generales, las especialidades de 
las legislaciones forales, la jurisprudencia del Tribunal supremo de justicia y 
el Código Civil, é historia general de la legislación española). La edición pri­
mera (1879), correspondiente a los años granadinos del civilista, tenía un 
título más sintético {Estudios de ampliación del Derecho Civil y Códigos 
españoles. Granada, Impta. de Sabatel). Tratándose de obra de numerosos 
tomos y divisiones sistemáticas determinar la datación —en correspon­
dencia con las diferencias de contenido— exige un esfuerzo específico. 
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moderno, con una prosa clara, muy apta para servir de texto a la 
enseñanza universitaria» (p. 283). 

Si dejamos aparte los aciertos de estilo («una prosa muy clara»), 
resulta evidente que la grandeza del tratado de Gutiérrez, su pro­
clamada «modernidad» que llegaría incluso a convertirse en «espí­
ritu avanzado», se debe a la «cercanía» de la obra con el Código 
civil. La ley codificada sirve entonces de regla (h.e. metro, medida) 
para observar los manuales , tanto más «modernos» cuanto más 
«acordes» con el contenido y la disposición sistemática del Código 
futuro. De ese modo, más antiguo el libro de Gutiérrez que el Códi­
go aún por venir, sólo cabe valorar la aportación doctrinal del pro­
fesor madrileño (por cierto, seminarista y guardia civil en su juven­
tud) como un logro, expresémoslo una vez más, moderno y 
avanzado. 

Llegado a este punto el lector de López y Gómez-Salvago com­
prueba que, a pesar de cubrir un arco temporal muy dilatado, nues­
tros ponentes han contenido la memoria de la disciplina en las lin­
des trazadas por el Código vigente. De la obra de Juan Sala a Benito 
Gutiérrez, de la pregunta por lo liberal a un Código esquivo que ganó 
un poco más de vida gracias a la obra (¿benemérita?) de un civilis­
ta de la Guardia Civil, se ha olvidado por el camino que, a las altu­
ras de los años 1870 —con otro marco constitucional y otro, fraca­
sado intento de «constitucionalizar» el derecho privado *̂, con una 
«cuestión social» que provocó las primeras leyes laborales, en fin: 
con nuevos códigos que desbordaron el modelo francés en su mayor 

'̂  Cf. Lasso Gaite, Crónica cit. pp. 497 ss., con el «Proyecto de ley del 
libro primero del Código civil, presentado a las Cortes el 19 de mayo de 
1869 por el ministro Antonio Romero Ortiz». Destaca en particular la regu­
lación, simplemente estatal, del matrimonio (indisoluble: art. 115), así 
como la apertura del sistema de fuentes a los principios de Derecho natu­
ral cuando «las cuestiones sobre derechos u obligaciones no pudieran ser 
resueltas ni por el texto de la ley, ni por su espíritu, ni por casos análogos», 
esto es, una eventual controversia sobre libertades que los jueces decidirí­
an «conforme a las circunstancias del caso» (art. 9); por su relevancia para 
entender el alcance del iusnaturalismo del sistema de fuentes, cf. Lasso, 
p. 498, donde Romero Ortiz vinculaba «la plenitud de los derechos natu­
rales» precisamente a «la libertad religiosa». Y es que esta regulación cobra 
sentido si consideramos la vocación del poder judicial en la carta de 1869 
y la declaración abierta (esto es, a la americana) de los derechos funda­
mentales allí mencionados. 
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respeto a los derechos ^̂ — el proyecto de 1851 y su consagración 
definitiva como ley en 1888-1889 son prueba de una errática tarea 
que (re)lanzó a finales de siglo un texto completamente arraigado 
en sus lejanos comienzos ^̂ . 

Si expresamos lo anterior mediante un circunloquio que los lec­
tores —siempre generosos— sabrán disculparme, los Estudios de 
Gutiérrez acaso fueron «modernos» por adelantar lo que terminó 
siendo ley civil en vigor, pero el problema se desplazaría entonces a 
discutir sobre la dudosa modernidad de un Código que nos ha ser­
vido para calificar retrosprectivamente a la doctrina. La inevitable 
discusión fue abordada por el otro tratado que reseñan los ponen­
tes, los Estudios... de Felipe Sánchez Román. Nos las habemos con 
el libro de un buen jurista, crítico del nuevo Código (aunque no de 
los más formidables) ^' por escrúpulos de legalidad, oportunidad y 
técnica; un universitario cultivado que ha leído a los italianos del 
momento y que conoce muy bien el systema iurís de la Pandectísti-
ca *°. Por eso me resulta demasiado severa la opinión de los ponen­
tes: el t ra tado de Sánchez Román sería «propi[o] en su plantea­
miento de la etapa anterior... de difícil acceso al alumno, escrita con 
una prosa arcaica» (cf. p. 283). Yo no sé resistir la tentación de pen­
sar que Sánchez Román les parece «antiguo» a nuestros queridos 
colegas de Sevilla por las mismas razones —aunque exactamente 

'̂  Así, el primer Código civil portugués (1867), abierto con un título 
«da capacidade civil» que define derechos — sin nada equivalente a un titre 
préliminaire, pero también estamos ante un texto sensible (cf. arts. 32 ss.) 
a la regulación «Das pessoas moraes», otro clamoroso hueco del Code. Una 
ley civil cercana y diferente, en suma, atentamente leída por la doctrina de 
inspiración krausista (cf. por ejemplo, vigente el código propio, Rafael M." 
de Labra, La legislación portuguesa contemporánea. Estudios de legislación 
comparada, Madrid, Imp. de T. Minuesa, 1890). Más abajo se insiste sobre 
esta cuestión. 

'* Considérese la limitada unificación territorial del ordenamiento pri­
vado; un asunto en absoluto menor, que hubiera llevado a rastrear en los 
manuales el tratamiento (dónde, cómo, cuánto) del llamado derecho foral, 
otra ausencia en las páginas que comentamos. 

' ' He tenido ocasión reciente de leer a uno de ellos: Carlos Petit, «El 
catedrático y la biblioteca. Visigotismo y profesión universitaria en la obra 
de Rafael de Ureña», vii-clxxiv, en R. U., Legislación gótico-hispana, ed. Car­
los Petit, Pamplona, Urgoiti, 2003, especialmente pp. Ixxviii ss. 

^ Son dos cuestiones capitales, sobre las que insisto más abajo. 
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invertidas— que hacían de Gutiérrez un civilista «moderno» *'; en 
una palabra, por razones derivadas del propio Código civil. El desa­
pego a esa ley que demostró Sánchez Román le condenaría enton­
ces a la irrelevancia —o, cuando menos, a la dudosa condición de 
un antecedente «de difícil acceso»— a la hora de trazar las líneas 
maestras del «Derecho Civil» enseñado en España. Al fin y a la pos­
tre —proclaman con cierto alivio los ponentes— «el autor no [fue] 
el civilista en sentido estricto, surgido sólo como tal a raíz de la 
publicación del Código Civil» (p. 283). Y es que, a los ojos de López 
y Gómez-Salvago, Sánchez Román ante todo fue una especie de his­
toriador del derecho ^̂ . 

¡Menos mal que los Estudios de Derecho Civil no fueron obra de 
un auténtico civilista! Se diría que la historia jurídica narrada en un 
curso para la asignatura de «Ampliación» dificulta ahora el ejerci­
cio de la memoria sobre la común disciplina por parte de dos exper­
tos que se muest ran insensibles a las novedades sistemáticas que 
aportó Sánchez Román y ante el cuadro de referencias doctrinales 
—incomparablemente más rico y moderno que en el caso vetusto de 
Gutiérrez— exhibido en su «arcaico» manual . Sistema y fuentes 
secundarias hoy en día tan asumidas que corremos el riesgo de 
banalizarlas. 

Seguramente un buen instrumento para la reconstrucción «mne-
mográfica», útil contra esa especie de perniciosos olvidos, pueden 
ser los comentarios que merecieron en su día aquellos viejos trata­
dos: por vía de hipótesis, cuanto resultase —o no— un logro nove­
doso quedaría registrado bajo la pluma de los críticos contemporá­
neos. En el caso de Sánchez Román la versión pr imera de 1879 
—responsable del «arcaísmo» que pasaría a ediciones posteriores 

*' «Comparada con la obra de Benito Gutiérrez, ésta result[a] mucho 
más arcaica y antigua, aun siendo posterior en el tiempo», insisten los 
ponentes todavía, p. 284. 

'̂  Hubiera sido pertinente mencionar, dentro de esta línea de pensa­
miento, que el catedrático granadino de «Ampliación...» se trasladó a 
Madrid (15 de enero, 1884) para ocupar la primera plaza dotada en la Uni­
versidad Central de la materia novísima «Historia General del Derecho 
Español». Pero la profesión iushistórica duró bien poco, pues una real 
orden de 24 de noviembre del siguiente año lo instalaba en la cátedra de 
«Derecho Civil Español, Común y Foral». Cf. Petit cit. supra (n. 47), 
p. 1436. 
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(cf. p . 284)— mereció la atención de un conocido universitario, 
siempre atento cil movimiento de la bibliografía jurídica. Se trata de 
Manuel Torres Campos, cuya reseña de la obra en cuestión encierra 
además el mérito de atender a los anteriores Códigos o Estudios de 
Benito Gutiérrez, utilizados —como ahora en la ponencia— de ele­
mento de comparación *̂ . 

La opinión de Torres sobre Sánchez Román no fue demasiado 
favorable («falta realmente sobre nuestro Derecho civil un estudio 
serio y fundamental»), tratándose de un texto precipitado y sin pro­
porción, pero los juicios más duros se vertían a propósi to del 
manual de Gutiérrez: sus difundidos Códigos o Estudios, antes que 
modernos y dotados de buena sistemática, parecían «un acopio de 
materiales confusamente presentados, de los cuales puede prescin-
dirse en gran parte». De todas formas, si el tratamiento de los «códi­
gos» históricos por parte de Sánchez Román merecía ulterior cen­
sura *'*, el reproche principal formulado a este autor tenía que ver 
con aquella cultura de los derechos que quiso y no pudo cuajar con 
Cádiz y que realizó un nuevo intento durante el Sexenio: a pesar de 
su extensión, la pr imera entrega publicada del novísimo t ra tado 
decía poco sobre el concepto de derecho civil y absolutamente nada 
sobre «el nuevo sentido que le atribuye el Código civil portugués», 
esto es, una dimensión diferente para la disciplina civilística funda­
da en «la consignación de los derechos individuales en la legislación 
civil, modificando su concepto... hecho de verdadera trascendencia 
que no debe pasar desapercibido para quien de liberal se precie» 
(p. 371). Y claro está, desde bases semejantes el libro de Gutiérrez 

" Cf. Revista de los Tribunales. Periódico de legislación, doctrina y juris­
prudencia, segunda época, 2 (1879), 370-374. 

*" Pues, aparte defectos ocasionales (p. 372), la amplitud de la parte 
histórica sería más adecuada para los textos de la materia «Historia y ele­
mentos del Derecho civil» que no en cursos de «Ampliación». Observacio­
nes explicables, ya que Torres Campos estaba por entonces muy ocupado 
con la enseñanza del Derecho: cf. «La reforma de los estudios jurídicos», 
en Revista de los Tribunales cit. segunda época, 1 (1878), 457-470, 521-536; 
ibd. 3 (1980), 186-208; ibd. 4-5 (1881-1882), 197-209. También, en el tomo 
doble últimamente citado, del mismo Torres, «La nueva reforma de la 
Facultad de Derecho», 92-94, 135-145, 182-192, 193-197, donde insistía una 
vez más en la ecuación libertades educativas — ciencia jurídica — reforma 
universitaria (singularmente, del doctorado). 
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(«acopio de materiales confusamente presentados»), lo mismo que 
el de Sánchez Román parecían dos textos muy antiguos, sin la 
menor apertura hacia un iusnaturalismo constitucional que, triun­
fando en la doctrina, habría llegado a voltear el sistema legal de 
fuentes. 

Ahora bien, el nuevo libro no dejaba de presentar, siempre en 
relación a Gutiérrez, ventajas apreciables — precisamente aquéllas 
que otros testimonios posteriores saludaron de forma más positi­
va ̂ ^ Si «el primer tomo de la obra... que revela dotes estimables, no 
puede satisfacernos» (Torres Campos, p. 374), por lo menos «en 
cuestión de plan, comprendemos perfectamente y aplaudimos que 
siga el sistema de los escritores germánicos... separándose del anti­
científico orden de las instituciones romanas...». Y así, cuando el 
crítico concluía que «formado nuestro derecho civil de cuerpos lega­
les distintos, ninguno de los cuales lo sigue [h.e. el plan institucio­
nal], no hay ni siquiera razón histórica para apoyar su adopción» 
(p. 372), apreciamos una critica final a la obra de Gutiérrez en aquel 
punto de «modernidad» que tanto ha gustado a López y a su discí-
pula Cecilia Gómez-Salvago. 

Nos encontramos con un argumento mayor, pues por ahí sería 
posible recrear la cultura circulante en las facultades de Derecho 
que vivieron la entrada en vigor del Código. Los lectores de forma­
ción o afición jurídicas sin duda recuerdan que los debates en tomo 
al método científico de exposición de conceptos e institutos priva-
tísticos —el nervio mismo de los manuales— fueron animadísimos 
a fines de siglo. Recordarán también que tales debates se referian a 
los dos grandes modelos apenas mencionados: el llamado sistema 
de Gayo (personas-res-actiones), aceptado por el Code napoleónico 
y seguido por el legislador español desde 1836 (más una cierta «civi-
lística»: los Gorosábel, Fernández de la Hoz, García Goyena, Herre­
ro.... ), y el dicho sistema de Pandectas, elaborado por la escuela 
dogmática alemana {parte general: personas, cosas, derechos; parte 
especial: propiedad y otros derechos reales, obligaciones y contra­
tos, familia, sucesiones), convertido en derecho positivo con el Bür-
gerliches Gesetzbuch del potente Reich. Conviene precisar aún, a 
beneficio de aquellos otros lectores que se aproximen por vez pri-

*̂  Cf. por ejemplo Cirilo Palomo y Montalvo, Plan y programa de Dere­
cho Civil Español, Común y Foral, Madrid, Impta. de la sucesora de M. 
Minuesa de los Ríos, 1903, pp. 10 ss. 
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mera a estas materias, que las discusiones en torno al sistema no 
eran inútiles juegos de salón, pues si, contempladas desde el terre­
no de la doctrina, la recepción del «sistema alemán» introducía un 
clamoroso divorcio con respecto a la economía interna de los Estu­
dios de Gutiérrez o del Código nacional a punto de llegar, provo­
cando entonces en su contra toda clase de críticas y censuras, de 
otro lado debatir sobre el sistema del derecho civil significaba, en 
realidad, abrir un interrogante sobre el quehacer profesional del 
jurista, con desprecio de los socorridos comentarios al texto legal: 
un género jurídico humildísimo («método exegético»), carente de 
aspiraciones científicas (carentes, en una palabra, de «método sis­
temático»). La autonomía intelectual del experto en relación a la 
letra del código propio estaba efectivamente en el centro de las refle­
xiones en tomo al sistema: difícilmente encontraremos otro momen­
to histórico en que la civilística haya asumido con mayor entusias­
mo una perspectiva analítica de iure condendo. 

Un momento culminante para la discusión española y la impos­
tación de los textos de consumo universitario se alcanzó con la apa­
rición en 1885 de la obra Enrico Cimbali, La nuova fase del Diritto 
civile nei rapporti economici e sociali, con proposte di riforma della 
legislazione civile vigente **. Manifiesto de publicación muy oportuna, 
difundido en España con aplauso de nuestro «anticuado» Sánchez 
Román ^'', sus objeciones a la codificación individualista cayó como 
fruta madura en la España que discutía las bases para la redacción 
del Código. El libro de Cimbali llamó de inmediato la atención de 
un ilustre civilista madrileño, Augusto Comas y Arques (1834-1900), 

** Sobre Cimbali (vastago de una familia de catedráticos de Derecho, 
bien conocidos todos en España) es muy útil cuanto escribe B. Busacca en 
el Dizionario biográfico degli italiani, XXV, Roma, Istituto della Enciclope­
dia Italiana, 1981, 556-558. Cf. p. 557, con la precisión del momento de la 
obra que nos interesa: «pubblicata a Torino nel novembre 1884». También, 
Adolfo di Majo, «Enrico Cimbali e le idee del socialismo giuridico», en 
Quademi fiorentini 3-4 (1974-1975), 383-429. 

*' Cf. Enrico Cimbali, La nueva fase del Derecho civil en las relaciones 
económicas y sociales, trad. de la segunda edición italiana [1889] por Fran­
cisco Esteban García, Madrid, Sucesores de Rivadeneyra, 1893. La versión 
estaba prologada por Felipe Sánchez Román, maestro del traductor, con 
un ensayo que de inmediato se tradujo y publicó repetidamente (1893, 
1916) en Italia. 
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quien, miembro del Senado a elección de la Universidad de Valen­
cia, acababa de adoptar una posición demoledora en los debates 
parlamentarios sobre las recordadas bases del Código civil. Apoya­
do en sus lecturas profesionales, en el espíritu de la época y en un 
ligerísimo examen del proyecto gubernamental. Comas presentó una 
redacción alternativa, sin éxito parlamentario mas con notable reso­
nancia cultural. Publicada junto a sus discursos en la cámara, pro­
logada por otro académico y civilista de renombre, el antiguo rec­
tor republicano de Valencia Eduardo Pérez Pujol, desarrollada más 
tarde con una ambiciosa propuesta muy influyente en los ambien­
tes universitarios (me refiero a la inacabada, en parte postuma obra 
La revisión del Código civil español, I-VI, 1895-1902), la enmienda-
libro de Comas ftae de obligada consulta para sus colegas españoles 
y consagró entre nuestros privatistas la fortuna del malogrado cole­
ga de Catania**. 

Comas y su generación conjuraron, con el libro de Cimbali a la 
mano, las insatisfacciones y las esperanzas provocadas por un Códi­
go tardío. Una obra como digo muy oportuna, cuyo simple título 
resultaba seductor*'^. Si el momento actual del derecho privado 

** Agusto Comas, Proyecto de Código civil. Enmienda presentada en el 
Senado... Con un prólogo del Excmo. Sr. D. Eduardo Pérez Pujol, Madrid, 
Ricardo Fé, 1885. Sobre todo esto, Petit cit. (n. 47), pp. 1426 ss. 

*"' Acerca de la oportunidad de Cimbali y la sensibilidad española a 
sus principales argumentos basta tener en cuenta el programa oficial de 
los dos congresos jurídicos nacionales de 1886 (Madrid) y 1888 (Barcelo­
na): cuestiones de sistema (así, Madrid, tema 1°: «Estructura más apro­
piada para un Código civil español») y fuentes (Barcelona, tema 1°: «¿Qué 
condiciones debe reunir la jurisprudencia para disfrutar de la autoridad de 
la doctrina legal?»), pero también de sujetos no individuales (Madrid, tema 
9°: «Personas sociales bajo el punto de vista del Derecho civil.- Su naci­
miento y registro.- Su capacidad jurídica.- Formas varias de personas socia­
les y modo de regularlas») y de «nuova fase» (Madrid, tema 10°: « Modifi­
caciones que reclaman en el Derecho civil las nuevas condiciones de la vida 
económica»). Son informaciones que obtengo del mencionado Felipe Sán­
chez Román, Estudios de Derecho civil... Madrid, Establecimiento tipográ­
fico Sucesores de Rivadeneyra, ^1889-1910, I, p. 545; vid. también la nota 
de G. Vadalá-Papale publicada al frente de la edición de Opere Complete di 
Enrico Cimbali, I: La nuova fase...Torino, Unione Tipografico-Editrice Tori-
nese, 1907, pp. xviii-xix, con mención de los congresos españoles y sus 
argumentos «cimbalianos». 
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—en SUS manifestaciones tanto legislativas como doctrinales— cons­
tituía una fase era debido en primer lugar a la toma de conciencia 
del jurista ante las rápidas transformaciones de la sociedad circun­
dante, pero también al triunfo de un difuso evolucionismo que otor­
gaba espesor histórico al turbulento fin de siécle y así permitía iden­
tificar unos antecedentes (paleo-liberales) y unos consecuentes 
(socializantes) "̂. La novedad de la fase moderna respondía además 
a una cuestión social que —como poco— había enseñado a los 
expertos que el derecho civil, lejos de ser producto de una cualquie­
ra razón especulativa, mantenía con el «medio» unas estrechas rela­
ciones económicas y sociales ^')- Y finalmente, la conciencia de la 
novedad histórica y la conexión de las instituciones jurídicas con 
la economía y la sociedad desembocaban naturalmente en un arse­
nal de propuestas de reforma de la legislación civil vigente, lo que 
podía ser obvio — pero desde luego no era poco. 

No era poco, contemplado sobre todo desde la perspectiva espa­
ñola. Dentro del coro de voces que clamaron por la reforma legisla­
tiva —explicable perfectamente por el divorcio abierto entre el «sis­
tema de la ciencia» y el «sistema del código», por expresarlo en los 
términos de Cimbali— en unos finales de siglo donde sólo parecía 
discutirse de leyes en términos de iure condendo, las voces que se 
alzaban en España ofrecen un diminuto, mas significativo Sonder-
fall. Aquí, lo mismo que en Italia o Francia, terminó por regir un 
Código de convencional estructura «gayana», cuando en las aulas se 
había optado —en la estela de Sánchez Román— por la sistemática 
científica de los pandectistas^^; mas el caso español era aún peor que 

'"' En este sentido, tuvo importancia otra traducción del italiano, pre­
sentada ante el público español en una perfecta convergencia del motivo 
evolucionista con la crítica feroz al Código: cf. Pedro Cogliolo, Estudios 
acerca de la evolución del Derecho privado. Con un prólogo y notas de Rafa­
el de Ureña y Smenjaud, Catedrático numerario de Literatura y Bibliogra­
fía jurídicas en la Universidad Central. Madrid, Hijos de Reus, 1898. 

'̂ Y por aquí entra la compleja problemática de la ciencia jurídica en 
el seno de las ciencias sociales. Por recoger otro título de época, me limi­
taré a mencionar la interesante, pronto fracasada, Revista de Derecho y 
Sociología, 1895, una empresa de Adolfo G. Posada y su colega penalista 
Pedro G. Dorado Montero. 

'̂  Desde luego, no todos los civilistas del momento estuvieron de 
acuerdo: cf. Lorenzo de Prada y Fernández, Principios generales del Dere-
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el Otros vecinos latinos, pues la vetusta opción del legislador nacio­
nal, realizada de espaldas al Parlamento y sin buscar mínimamen­
te la complicidad de las clases profesionales, coincidía en el tiempo 
con el primer proyecto del BGB, lo que agravó los contrastes". La 
enemiga doctrinal al Código neonato no se reducía a diferencias 
vivísimas en t o m o al sistema («es una cuestión desfavorablemente 
juzgada con rara unanimidad, que apenas ha encontrado tímidas 
excusas para disculparlo... refleja la opinión científica y legislativa 
más anticuada, errónea e imperfecta», predicaba siempre Sánchez 
Román ^''); la fracasada unificación territorial, el legalismo incon­
cluso en las fuentes, la subsistencia bajo ley autónoma de la disci­
plina de la propiedad inmobiliaria, las secretas componendas del 
Gobierno con la Santa Iglesia Católica a propósito del matrimonio... 
sobre todo, la falta de respeto a las mejores tradiciones autóctonas 
se esgrimieron contra las soluciones legales de un Código que sólo 
muchos años más tarde logró encontrar defensores". 

Lejos de mi ánimo entender que ha de merecer más crédito un 
lector de ayer que otros lectores de hoy Pero cada época tiene su lec-

cho o Introducción al estudio del Derecho civil español... Valladolid, Vda. de 
Cuesta e Hijos, 1894, pp. 40 ss. con sus críticas expresas a Sánchez Román 
por apartarse del sistema de Gayo. Una voz perfectamente aislada y aun 
contraria, en su rabiosa posición católica, al fenómeno mismo de la codi­
ficación (cf. p. 340). j ^ . 

" Cf. Bienvenido Oliver y Estallen Breve sumario del proyecto de Códi­
go civil de Alemania y del proyecto de ley para su planteamiento. Trabajo 
publicado en la Revista de Derecho Internacional, Madrid, J. Góngora y 
Álvarez, 1889. Oliver, conocido historiador del derecho y reputado hipote-
carista, destacaba el sabio proceder del codificador alemán al hacer circu­
lar el Erster Entwurfy comprometer de tal modo a juristas prácticos y teó­
ricos en la suerte de la ley futura. 

'' Sánchez Román cit. (n. 67), I, p. 575; el Código se contrapondría 
así «a la poderosa corriente científica innovadora en cuanto al sentido de 
la evolución y nueva organización y ensanche de las instituciones civiles 
que ofrecen en sus trabajos los más ilustres jurisconsultos y civilistas con­
temporáneos», lo que se precisaba en p. 576 mediante una larga nota 
(n. 5) con varios alemanes (Schaeffle, Schmoller, Brentano...), un belga 
(Laveleye) y una legión de italianos (Cimbali, Punzi, Todaro, Mancini, Pisa-
nelli, Lampertico). 

" Antonio Hernández Gil, «En defensa del Código civil», en Revista 
de Derecho Privado 32 (1948), 776-783. 
CÍAN, 8 (2005), 237-279 



270 CARLOS PETIT 

tura, y no estimo la menos interesante aquélla inmediata al momen­
to de publicación. Ante juicios tan sustanciosos como los recién exa­
minados, el «mnemógrafo» de disciplinas jurídicas aventura que el 
análisis de los manuales se desarrolla al menos en dos niveles, 
ambos igualmente útiles a la hora de reconstruir una «genealogía». 
Por una parte tenemos los textos que siguen con vida, nuevos y vie­
jos; por otra, libros completamente olvidados aunque se encuentren 
al alcance de la mano. La tarea del historiador dispuesto a seguir el 
rumbo que aquí se propone consistiría en proceder a una atenta y 
general lectura que permita poner en pie elementos empíricos 
imprescindibles para diseñar la tradición que interesa (por ejemplo, 
la novedad hispana del sistema adoptado por Sánchez Román), pero 
también debe entretenerse en ponderar las razones que explicarían 
ciertas exclusiones (las preferencias manifestadas a favor de Gutié­
rrez o el completo olvido en que ha caído Comas, por seguir con 
ejemplos que nos han salido al paso). En el supuesto que nos ocupa, 
este nivel segundo se reduciría a determinar los pasos que convir­
tieron la asignatura «Derecho Civil» en una nueva, diferente mate­
ria de «Derecho del Código civil». 

El poco entusiasmo de López y Gómez-Salvago con Felipe Sán­
chez Román tiene bastante que ver con la cuestión anterior Tam­
bién se relaciona con ella, ahora en positivo, la presencia algo sor­
prendente de los Comentarios al Código civil español de José M."* 
Manresa en una ponencia centrada en los manuales de derecho pri­
vado ^̂ . Honestamente reconocen los autores que esa obra «no ilus­
tra respecto a la enseñanza universitaria del Derecho privado», mas 
sería un título de «gran influencia posterior, si bien no como ins­
trumento pedagógico» (p. 284), lo que justificaría finalmente su tra­
tamiento. Al respecto, el crítico actual se siente inclinado a pensar 
que el uso continuado de los Comentarios de Manresa por los civi­
listas españoles desde mediados del siglo XX ha terminado por otor­
garles la estatura de «clásico», quiere decirse, de texto de referencia 
—vendría a ser una especie de «manual»— que nos informa sobre 
la vieja doctrina del Código al momento de arrancar cualquier inves-

^^ Comentarios al Código civil español, por D. José Manresa y Nava­
rro... Con la colaboración de varios Jurisconsultos y una Introducción del 
Exorno. Sr. D. Francisco de Cárdenas, I-XII, Madrid, Imp. de la Revista de 
Legislación, 1890-1907. Los autores citan un tomo L en tercera edición 
(1907). 
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tigación: se diría que la tardía «defensa» de esa ley terminó por ser 
muy efectiva y que una exégesis del Código triunfante (dejemos 
ahora al margen el verdadero contenido del Manresa) tuvo todas las 
posibilidades para triunfar, a su vez. Entiendo que así ha sido ahora 
con López y Gómez-Salvago, quienes aplican a los Comentarios, de 
modo significativo, algunos elogios reservados poco antes a Gutié­
rrez: la glosa «de cada uno de los preceptos se hace con una prosa 
muy clara, desde una situación concreta.... hasta ir delineando el 
régimen jurídico de las instituciones, resultando una obra fincil que 
se aproxima formalmente mucho más a lo realizado por Benito 
Gutiérrez que a Sánchez Román» (pp. 284-285). 

Sin perjuicio de apreciar la ambigüedad del elogio —no me pare­
ce lo mejor, a favor de un tratado, entender que es una suerte de 
comentario, ni viceversa— volvemos a encontrar la tensión entre los 
dichos sistema de la ciencia y sistema de la ley: este último inevita­
ble, por supuesto, en casos como Manresa. De todas formas, el 
«mnemógrafo» tiene la obligación de precisar que los afamados 
Comentarios... fueron empresa editorial de complicada gestación, 
no debiendo olvidarse que se trataba, según advertencia expresa del 
título, de un aparato exegético elaborado «con la colaboración de 
varios Jurisconsultos». Y es que José M."* Manresa y Navarro, privi­
legiado censor de la prensa jurídica desde la Revista General de 
Legislación y Jurisprudencia ^^ actuó como editor de una obra plu­
ral, compuesta por expertos de variada condición, especialidad jurí­
dica y formación intelectual — aunque, todos los conocidos hasta 
ahora, enemigos en grado variable del Código neonato. Así el ara­
gonés Joaquín Costa, autor de los comentarios sobre el consejo de 

" Dispongo de un interesante documento epistolar de Julián Martí­
nez, gerente de la Revista, a Pedro Dorado Montero, a propósito de la tra­
ducción de Francesco S. Nitti, Socialismo cattolico (1891), Madrid, 14 de 
octubre, 1892: «el Sr. Manresa [director] no cree prudente llevar á cabo la 
publicación... podría ocasionar graves quebrantos á esta casa» (en Archi­
vo Universitario de Salamanca, Fondo Dorado Montero, V 1 [43]). En gene­
ral, vid. carta datada en Madrid, 31 de mayo, 1903, «el Sr Manresa es bas­
tante tolerante; la única prohibición que pone es que se ataque a la religión 
y a las instituciones, cosa muy natural... pues V. comprenderá que una 
denuncia del Fiscal ó una excomunión de un Obispo pueden dar al traste 
con el crédito de una empresa levantada durante cincuenta años. Mientras 
no mejoren los tiempos, hay que tener prudencia» (ibd. V 2 [40]). 
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familia, pero también Rafael Altamira en lo relativo a la tutela, Adol­
fo G. Posada sobre el derecho de propiedad y Rafael de Ureña, junto 
a su discípulo y amigo Niceto Alcalá Zamora, con la teoría general 
de las obligaciones ^̂ . Queda así abierta la puerta para otras atribu­
ciones (sin perjuicio del espacio concedido a las intervenciones edi­
toriales de Manresa ^') que sólo una lectura a fondo y el hallazgo de 
nuevas fuentes pondrá de relieve *"'; en cualquier caso, me resulta 
probado que la aplaudida unidad de estilo, la sumisión del exégeta 
a su ley y la aceptación de la disciplina codificada no son unos ras­
gos que hayamos de dar por supuestos... al menos en relación a la 
primera edición de los Coméntanos. Como saben los usuarios del 
Manresa, la exégesis de los artículos se pierde entre informaciones 
de derecho extranjero: probablemente esta visión comparada se 
quiso condena de la regulación local ^'. 

*̂ Sobre la participación de Costa y Altamira, vid. las cartas cruzadas 
entre estos personajes (24 de julio y 17 de agosto, 1891) que edita G.J.G . 
Cheyne, El renacimiento ideal: epistolario de Joaquín Costa y Rafael Alta-
mira (1888-1911), Alicante, Instituto Juan Gil-Albert, 1992, pp. 41-44; sobre 
los comentarios escritos por Posada, vid. de este autor, Fragmentos de mis 
memorias, ed. Emilio Alarcos, Oviedo, Universidad, 1988, p. 274 («me puse 
en relación con Manresa, un viejecito simpático en extremo... e hice los 
comentarios a buena parte del Libro Segundo: De la propiedad»); final­
mente, sobre Ureña y Alcalá Zamora (coautores de los arts. 1088 a 1314) 
vid. Petit cit. (n. 59), p. clxvii. 

' ' Así Costa, en la carta supra cit. de 17 de agosto: «el asunto Julián 
Martínez, ya sabe V. que se arregló; si se acuerda cuando lo vea, deseo que 
le recuerde, pues es tan olvidadizo, que le he encarecido mucho no me pier­
dan el original de Comentarios... pues quiero recogerlo para que me sirva 
en consultas, etc.; tal como está, además de tal como lo deje el Sr. Manre­
sa» (Cheyne, p.44). 

'° Localizo dos referencias en el epistolario de Pedro Dorado Monte­
ro (Archivo Universitario de Salamanca, Fondo Dorado Montero, Julián 
Martínez a Pedro Dorado, Madrid, 12 de diciembre, 1890, V 1 [2]; id. 8 de 
febrero, 1891, V 1 [4]) que permiten pensar en la colaboración de Dorado 
y de Jerónimo Vida en el Manresa. 

*' Cf. por ejemplo el arranque de los comentarios de Ureña y Alcalá 
Zamora —en José M.̂  Manresa, Comentarios al Código civil español... VII 
(arts. 1088-1314). Teoría general de Obligaciones y Contratos, Madrid, Impta. 
de la Revista de Legislación, 1901— con mención explícita de la Nueva 
fase de Cimbali (p. 6) y, desde allí, censuras al anticuado régimen del Códi­
go, disuelto a continuación entre informaciones de legislación extranjera. 
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La anécdota del Manresa —obra merecedora de estudio singu­
lar, a partir de la autoría coral que ya queda demostrada— nos vale 
como nueva muestra de la colaboración que los expertos en derecho 
positivo deben esperar de los historiadores si les interesa la «gene­
alogía» de su actividad intelectual. Sirve además para comprobar 
con otro recorrido las cortapisas que pesan sobre aquéllos, pues el 
uso escolástico del Manresa o la consulta ritual de Gutiérrez y Sán­
chez Román se encontrarían viciados por convenciones que son, en 
cuanto tales, un objeto adecuadísimo para la investigación «genea­
lógica». Algo de todo ello veo aún en el apéndice de «Derecho Mer­
cantil» que remata la ponencia de López y Gómez-Salvago: una clá­
sica mater ia de desarrollo legislativo y doctrinal perfectamente 
autónomo, sin embargo asumida por dos civilistas como expertos 
en (cualquier especie de) derecho privado. Y es que el relato «mer­
cantil» ha sido, en mi opinión, demasiado improvisado*^. 

La capacidad de atracción de las dos ponencias mayores no 
puede sustraemos de considerar, con una brevedad que anuncia el 
fin de estas rápidas notas, otros trabajos sobre Derecho presentados 
al coloquio. Sin los casos del Penal ni el Procesal (sin duda, dos de 
las disciplinas más representativas), con poco Derecho Mercantil y 
faltando por completo la Historia del Derecho, el Romano o el Canó­
nico, los lectores de Manuales y textos de enseñanza... cuentan, al 

*̂  Los autores se limitan a leer un manual de época, convirtiendo en 
fuente secundaria o de informaciones históricas una fuente primaria, un 
objeto de la investigación historiográfíca. En realidad, la tarea parecía en 
parte más simple —no faltó la modernización «liberal» del régimen jurí­
dico del comercio desde la primera hora— y en parte más complicada: la 
encuesta centrada en los libros de texto tendría que haber dado cuenta de 
los muchos producidos desde fines de los años 1820 (Tapia, Martí de Eixa-
lá, González Huebra, Blanco Costans, Estasén, Benito y Endara... incluido 
Álvarez del Manzano: el único manual ahora considerado) y de las perple­
jidades de una doctrina que defendía la naturaleza —diversa y autónoma— 
del derecho mercantil (con una propia teoría de las fuentes y un horizon­
te de universalidad) frente a un derecho civil (legal y local) cuya codifica­
ción tardía, entre otras importantes consecuencias, dejó el terreno de las 
obligaciones a una legislación comercial forzosamente invasora. Por otra 
parte, el comercio como fenómeno social y económico y la consiguiente 
formación de quienes habían de protagonizarlo generó una literatura no 
solamente jurídica, así con problemas de delimitación y contenidos que 
aún esperan investigador 
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menos, con varias contribuciones sobre Derecho Natural (y de Gen­
tes). Acaso por tratarse de materia perteneciente al código genético 
de la experiencia liberal (lo que sobradamente justificaría una aten­
ción repetida), acaso por existir una previa, discreta pero útil histo­
riografía, los libros de aquella especialidad han interesado a Anto­
nio Álvarez de Morales (Universidad Autónoma de Madrid), 
Salvador Rus Rufino (Universidad de León) y Pablo Gutiérrez Vega 
(Universidad de Sevilla). 

En realidad, la única aportación coherente con el objetivo y el 
tiempo previstos en el plan general del congreso se debe al segundo 
de los mencionados —mas ahí acaba, o casi, el interés de las pági­
nas suscritas por nuestro colega leonés. Dejo fijera de las críticas 
ciertos errores, no menos perturbadores por ser producto de aca­
rreo ^̂ , pues lo más discutible de esta intervención ha sido marginar 
por completo la corriente krausista— una opción que entiendo 
incompatible con la intención de esbozar «la enseñanza del derecho 
natural en el último tercio del siglo xix». En efecto, Salvador Rus se 
ha limitado ahora a considerar cuatro manuales neotomistas (los de 
Brañas, Rodríguez de Cepeda, González de Castejón y Mendizábal) 
que arrojan una imagen demasiado sesgada de los fermentos inte­
lectuales presentes en la Restauración: sin Giner y los suyos —sólo 
mencionados a contraluz (p. 669, n. 31; p. 673)— resulta inevitable 
concluir que circulaba en España «un tomismo de segunda fila, de 
manual, que contribuyó a desprestigiar la asignatura» (p. 679). ¿Tan 
sólo había eso? ¿Y no tendría que ver con el lamentado desprestigio 
el apoderamiento de las cátedras en cuestión por los sectores más 
feroces del franquismo? Si la respuesta a esta última pregunta exce­
de del momento histórico que interesa a Salvador Rus *'', en lo que 
hace a la primera hubiera resultado conveniente mencionar siquie­
ra la existencia de un tomismo «de primera fila» representado por 

*̂  Por ejemplo, la n. 19 de p. 661 presenta al citado Altamira, reputa­
do historiador del Derecho, como titular de la cátedra de Procedimientos 
Judiciales de Oviedo (1897); no disculpa que se trate de falta traslaticia (ex 
Juan José Gil Cremades, El reformismo español. Krausistno, escuela histó­
rica, neotomismo, Barcelona, Ariel, 1969, p. 190). 

*'' Cf. Eusebio Fernández García, «La política desde una asignatura: 
el derecho natural», en Adela Mora (ed.). La enseñanza del derecho en el 
siglo XX. Homenaje a Mariano Peset, Madrid, Universidad Carlos III — Dyc-
kinson (= Biblioteca del Instituto Antonio de Nebrija, 10), 2004, 181-213. 
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autores difundidísimos, y así los ultraortodoxos italianos Giuseppe 
Prisco y Luigi Taparelli D'Azeglio que fueron moneda corriente entre 
los opositores a cátedras de toda rama o especialidad jurídica: bas­
taría consultar cualquier documento producido por las viejas opo­
siciones para encontrar citas de esos dos nombres casi mágicos, 
realmente ubicuos *̂ . Por otra parte, argumentar (entiendo que así 
lo hace Rus, cuando menos de modo implícito) que Francisco Giner 
de los Ríos fue titular de «Filosofía del Derecho», que no de «(Ele­
mentos de) Derecho Natural», para omitir la consulta de sus obras, 
parece un recurso muy forzado, contrario al estudio de textos que 
tuvieron una amplia circulación **. La descendencia intelectual de 
Giner ocupó plazas de otras materias, según es sabido y nos advier­
te el autor, pero tal comprobación conduciría en buena lógica a 
reconstruir la base filosófica de la práctica académica (¿qué sabe­
mos realmente de los cursos de Derecho Político de Adolfo Posada, 
de las lecciones penalísiticas de Pedro Dorado Montero, del tema­
rio de Derecho Mercantil de Lorenzo Benito?) e incluso a contestar, 
mediante un sano ejercicio de memoria, las barreras que hoy sepa­
ran las llamadas «áreas de conocimiento» *̂ . 

Las otras dos «comunicaciones» de Derecho Natural tienen en 
común la cronología preliberal de la materia y la relevancia otorga­
da a un concreto texto: el clásico manual de Heineccio para Álvarez 
de Morales y el Vattel, en versión castellana de José Olmeda, en el 
caso de Gutiérrez Vega. El primero —otro auténtico pionero de los 

*' Del primero, sobre todo, Cardenal José Prisco, Filosofía del derecho 
fundada en la ética (1872), tr. J. B. de Hinojosa, prólogo de Juan M. Ortí y 
Lara, Madrid 1879 (3.'' ed. 1891); del segundo, Luis Taparelli, Curso ele­
mental de derecho natural para uso de las escuelas (1845), tr. Gabino Teja­
do, Madrid, Manuel Tello, 1871 (I-H, 1887). 

** Los menciona Salvador Rus, para conjurar su estudio: cf. p. 669, 
n. 3L 

*̂  «Puede decirse que entre nosotros casi todos los juristas, conscia o 
inconsciamente, aceptan en filosofía del derecho las doctrinas krausistas», 
particularmente desde la traducción del Curso de Derecho Natural de 
Ahrens, «preciosa obra» que «ha sido uno de los principales elementos edu­
cadores de la juventud española... verdadero oráculo para resolver, en el 
terreno de los principios, todas las cuestiones jurídicas» (cf. Rafael de 
Ureña, «Prólogo», p. 11, en Pedro Cogliolo, Estudios acerca de la evolución 
del derecho privado. Cit. [n. 70]). 
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estudios sobre la universidad liberal— utiliza aportaciones anterio­
res sobre la historia de la docencia del Derecho Natural, destacan­
do aquí, con alguna rapidez, el retomo permanente de Heinecio. Por 
desgracia, el censo de ediciones y el control de las adaptaciones cas­
tellanas, al objeto de apreciar la recurrencia de un libro famoso en 
contextos culturales y políticos muy diversos, ha escapado de los 
objetivos presentes del autor 

Algo de ello pretende, por el contrar io , el valiente trabajo de 
Pablo Gutiérrez. Sus páginas sobre «Vattel larva detracta» quisie­
ran ser crónica de la complicada difusión española de un título 
famoso, con intención de cultivar la útilísima pesquisa bibliográ­
fica. Mas el empeño valiente casi nada produce. No sólo el descui­
do en las citas o la afectación excesiva revelan un desaliño incom­
patible con esta suerte de trabajos *̂ ; para admiración de su lector, 
el cotejo de la versión castel lana (1771) «plagiada» por Joseph 
Olmeda y León (1740-1805) con el original (1758) de Emmer ich 
Vattel se realiza a par t i r de ¡una moderna t raducción al inglés, 
fechada en 1916! (cf. pp. 551 ss.), sin que las razones historiográ-
ficas alegadas («la edición de que nos serviremos, t raducción al 
inglés de la primera edición... cuenta con ciertas ventajas compa-
rativa[s] respecto a otras: las de ofrecer dos estudios preliminares», 
p . 540, n. 3) sean suficientes para justificar el desprecio al texto 
auténtico ^'. 

'* Por ejemplo, menesterosidad e intelectualidad usados en una misma 
cláusula (p. 538); ora... ora (pp. 540, 542); conflictual por conflictiva 
(p. 547); contrastación por cotejo (p. 557, n. 30); espúreos por espurios 
(p. 565)... Pero allá cada autor con sus problemas — quien esto escribe 
incluido, desde luego. En lo que hace a los usos poco rigurosos en las citas, 
es suficiente recoger el caso de Alejandro Herrero y Rubio, quien aparece 
como responsable de una Historia del Derecho de Gentes (p. 548, n. 12) que 
también resulta Nociones de Historia del Derecho de gentes (p. 547, n. 14), 
para terminar convertida (p. 566, n. 46; p. 568) en Nociones de Historia del 
Derecho de gentes y de las Relaciones Internacionales: puede parecer una 
minucia, pero se trata de una obra de título y número de páginas oscilan­
tes, según ediciones. 

*' Para más inri Gutiérrez confiesa haber consultado «el original en 
francés» (¿la primera edición londinense de Le droit des gens, ou principes 
de la loi naturelle... 1758?) a efectos de un cotejo con la versión de Olmeda 
y la traducción, incompleta e inédita, del Vattel a cargo del bibliotecario 
salmantino Joseph Ortiz de la Peña (pp. 556 ss.). 
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Y el mismo escrúpulo bibliográfico puede alegarse en relación 
con otro déficit del voluntarioso trabajo. Pablo Gutiérrez consulta, 
como procede, los índices inquisitoriales en busca de la posición de 
Vattel ante los mil ojos de la ortodoxia hispana (pp. 544 ss.). Cono­
ce además la vigencia de un procedimiento de censura literaria en 
manos de la Corona, previo a la concesión de la gracia de imprenta 
(cf. p. 545). Pero nuestro joven bibliógrafo no ha acudido a los archi­
vos que conservan noticia de la policía ilustrada del libro, en gene­
ral, y del Vattel — Olmeda muy en particular^". De haberlo hecho 
sabría que, fi"ente a cuanto fue bastante habitual, la obtención de la 
licencia de impresión se consiguió con celeridad^'. Conocería tam­
bién que los censores, dos oscuros abogados madrileños, pusieron 
el dedo en la llaga al manifestarse contra un título excesivo («por 
más que el Autor se esfuerze... no puede llamarse elementos del dere­
cho publico español una obra en que están omitidos los principales 
asuntos que interesan a esta Monarquía, y que constituien su dere­
cho publico»), alegando precisamente la obra de «el famoso suizo 
Batel... el original de donde a copiado [Olmeda] sus elementos», 
pues «[¿]cómo... avia de tratar Dn. Joseph Olmeda de los asuntos 
principales del derecho publico de España no siendo este el institu­
to del Autor á quien casi enteramente sigue?». La interesante cen­
sura no consiguió, ni lo quiso, paralizar la publicación de Olmeda 

•* Trabaja estas noticias de manera sistemática Esteban Conde Naran­
jo; cf. Medioevo ilustrado. La edición erudita del Ordenamiento de Alcalá 
(1774), Sevilla, Publicaciones de la Universidad, 1998 {vid. pp. 86 ss. sobre 
la nación sanluqueña —entre otros jugosos datos biográficos— de Miguel 
de Manuel, según arriba indiqué). Y sobre todo, del mismo. El Argos de la 
Monarquía. Policía del libro en la España ilustrada (1750-1834), Ann Arbor, 
Michigan (U.S.A.), ProQuest Digital Dissertations, 2003 (http://wwwlib.-
umi.com/dissertations). A Conde agradezco copia del expediente (Archivo 
Histórico Nacional, Madrid, Consejos, leg. 5532, 11-57) que uso seguida­
mente 

' ' En efecto, consta que la solicitud de Olmeda y León («deseando dar 
al Publico una obra, que ha travajado intitulada elementos del Derecho 
Público español...») data de 26 de julio de 1770. Consta además que cuatro 
días después el Consejo la pasó a censura del Colegio de Abogados madri­
leño, que acusa recibo de encargo y original a primeros de agosto. El 18 de 
enero de 1771 se eleva al Consejo la censura, firmada por Joachim Fuertes 
Piquer y Francisco Merita a 15 de diciembre y aprobada por las autorida­
des colegiales el 17 de enero. Sigue concesión, a 6 de febrero. 
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(y es que había «alguna utilidad en la aplicación de este Autor... 
puede seguirse algún provecho de la elección de trasladar á nuestro 
idioma los principios de la [obra] de Vatel... mucho más quando no 
tenemos cuerpo alguno completo metódico de esta especie de escri­
tos») aunque sí logró alterar un título engañoso («porque el publico 
és acreedor á no padecer por nuestra parte la más leue equivoca­
ción»)'^ mas sin llegarse a la deseable aclaración de la autoría'^. En 
todo caso, la censura hubiera aportado a Gutiérrez un cumplido tes­
t imonio de la circulación del Vattel en España... incluso entre los 
ambientes más refractarios a la nueva cultura jurídica de la Europa 
ilustrada ^*. 

Llegado a este punto, el crítico observa con pesar que su lectura 
ha sido acaso muy dura. Centrado en los capítulos dedicados al 
Derecho de esta magna obra colectiva, el reproche por la incuria 
bibliográfica, el análisis histórico sesgado por usos de presente, la 
unilateralidad en la selección del objeto o la indiferencia ante el 
archivo se acumulan, página tras página, en una cadena de lamen­
taciones. No le sirve finalmente de consuelo entender, como aque­
llos censores madrileños, que Manuales y textos de enseñanza en la 
universidad liberal «no contiene cosa alguna contra nuestros dog­
mas, leies, Regalías y buenas costumbres», ni afirmar que de su 

"̂^ En su instancia de 26 de julio Olmeda titulaba Elementos del Dere­
cho Público español deducidofs] de las Leyes, constumbres, y principales 
Yntereses de la Nación; los censores proponían Elementos de derecho públi­
co, ilustrados ó exornados con algunas noticias históricas y leies del español 
«ú otro equivalente»; la licencia del Consejo autorizó la impresión «qui­
tándole el Titulo que tiene y poniéndole el siguiente: Elementos del derecho 
publico, ylustrados con algunas noticias históricas, y leyes del Español. Sin 
que en el expediente obren papeles de una posible transacción, finalmen­
te fue publicado el libro como Elementos del derecho público de la paz y de 
la guerra, ilustrados con noticias históricas, leyes y doctrinas del derecho 
español. 

'̂  «Será también mui conveniente que el Autor en su introducción á 
continuación de la nota 2 p. 2." en que hace expresión de los Autores 
estrangeros, que han tratado de esa materia diga, que se ha propuesto 
seguir en lo principal de su obra al Vatel, que es el ultimo que cita«. La 
cláusula en cuestión, inalterada a pesar de las razones de la censura, en 
Gutiérrez, p. 548. 

'^ Sobre el Colegio de Madrid y la tensión abogado —erudito vid. Este­
ban Conde, Medioevo ilustrado cit. (n. 90), pp. 48 ss. 
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publicación «puede seguirse algún provecho... mucho más quando 
no tenemos cuerpo alguno... de esta especie de escritos». Por fortu­
na, en el capítulo de los aciertos —un capítulo más nutrido de lo que 
estas notas darían a entender— queda algiin dogma malparado, 
alguna buena costumbre subvertida por la investigación que rompe 
la rutina. El provecho, en conclusión, es mucho, y no sólo por la 
escasez de empeños semejantes. Gracias a la labor infatigable de 
Mariano Peset y los suyos, gracias al poderoso instrumento del Ins­
tituto Antonio de Nebrija con su revista y su biblioteca, tenemos por 
fin «cuerpo... de esta especie de escritos», y todas las garantías de 
incrementarlos en el futuro. 

Carlos Petit 
Universidad de Huelva 
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